Enrique Flores Colín


EL ARTICULO 81 DE LA LEY DE AMPARO DISPONE:

“Cuando en un juicio de amparo se dicte sobreseimiento, se niegue la protección constitucional o desista el quejoso, y se advierta que se promovió con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, se impondrá al quejoso o a sus representantes, en su caso, al abogado o a ambos, una multa de diez a ciento ochenta días de salario, tomando en cuenta las circunstancias del caso”.

La Ley de Amparo como reglamento de los artículos 103 y 107 de la Constitución General de la República y como instrumento por el que el gobernado ve cristalizar la efectividad de la justicia y el correcto ejercicio del poder en el pleno convencimiento de la dignidad, imparcialidad e independencia de las instituciones nacionales que son escudo protector de las garantías individuales o derechos humanos que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no debe ser objeto de uso indiscriminado e irresponsable por quien o quienes acuden a la instancia federal a pretender hacer valer derechos que no les corresponden o por quienes se dedican al ejercicio de la abogacía, pues con ello, se demerita el espíritu por el cual fue creada, creando incertidumbre en quienes ven en esta ley federal el soporte al marco jurídico constitucional pues con tal cuerpo legal se pretende la preservación del estricto estado de derecho y a la que no en vano se ha reformado y hoy se pretende reformar para transformar substancialmente los órganos del estado a fin de fortalecer y permitir mayor acercamiento con quienes aspiran confiadamente en encontrar la verdadera impartición de justicia, por medio del accionar de todos y cada uno de los principios que conforman el juicio de amparo que integralmente buscan el control de la legalidad estableciéndose las bases jurídicas en las que los tribunales federales se dedican a ejercer el control constitucional.

Expuesto lo anterior, propongo que quien ha de ejercer la función legislativa dedique también su atención en el contenido del precepto legal en un principio enunciado a fin de establecer el mecanismo o mecanismos a través de los cuales se restrinja el uso indiscriminado del juicio de garantías y se aplique armónica y eficazmente cada uno de los preceptos que integran la ley de amparo, es decir que se reforme el articulo 81 en cita, a efecto de que se haga cumplir la sanción o sanciones que impone dicho precepto, sin que se contemple indistintamente si se trata de quejoso, representante de este o el abogado de ambos, es decir, que se reforme dicho articulo y que se imponga concretamente a todo abogado patrono la multa que prevee tal disposición legal y asimismo se adicione como una segunda sanción que deberá aplicarse al quejoso la cual ha de consistir en hacer efectiva la fianza o garantía que se otorgue dependiendo el caso concreto con motivo de la suspensión del acto reclamado a favor del tercero perjudicado, ya que este es quien realmente reciente los efectos de la utilización desmedida del juicio de garantías y del accionar de los tribunales federales que al conocer de estos tramites del procedimiento de amparo solo distraen su función y obstaculizan la ejecución de resoluciones y actuar de las autoridades del fuero común que en la gran mayoría de los casos emiten sus resoluciones apegadas a estricto derecho.

Enrique Flores Colín

PROPUESTAS PARA LA NUEVA LEY DE AMPARO

A).- En materia de NOTIFICACIONES.

MOTIVOS.- En amparos Indirectos han existido resoluciones dictadas en revisión en las que se exige por el Juez de Distrito el cumplimiento inmediato, sin que la autoridad responsable conozca los términos de la resolución de Segunda Instancia porque no le es remitida ésta por lo que se sugiere:

Exigir que al notificar una resolución de Segunda Instancia se remitan copias certificadas de esta última.  Y en los casos de las resoluciones de Primera Instancia de las que sí se remiten copias autorizadas, que éstas sean legibles.

B).-  En relación a los INFORMES PREVIOS.

MOTIVOS.-  Es frecuente que en días viernes se requiera de un Informe Previo para rendirlo en 24:00 horas, sin embargo se niega la Admisión del mismo argumentando que hasta las 14:30 horas se recibe correspondencia por lo que se sugiere:

Adicionar un precepto en que se obligue a recibir dentro de las siguientes 24:00 horas a que se reciba el oficio que requiere dicho Informe Previo, éste informe y con ello cumplir cabalmente con el objetivo del artículo 131 de la Ley de Amparo.

C).-  En relación a la PETICION DEL ACTO RECLAMADO.

MOTIVOS.-  Este Instrumento contemplado por la Ley de Amparo ha sido objeto de venganzas o reacciones no de los quejosos sino de abogados en contra de la autoridad por lo que SE SUGIERE.

Incluir una disposición en la que de no resultar repetición del acto reclamado se sancione con multa al promovente, evitando así el uso infundado de este loable instrumento necesario ante verdaderos abusos de autoridad y ante la necesidad de garantizar respecto al Juicio de Amparo.

En espera de que las anteriores propuestas resulten de utilidad, me despido de usted agradeciendo la intervención que al respecto se nos permite y aprovecho la ocasión para enviarle un cordial salud.

CIRO JUAREZ GONZÁLEZ

P R O P U E S T A

LA DESAPARICION DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD O FORMULA OTERO EN LAS SENTENCIAS DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA LEYES AUTOAPLICATIVAS.

Esto en base a las siguientes consideraciones:

La llamada Formula Otero o Principio de Relatividad, como principio rector del Juicio de Amparo consiste en que las Sentencias de Amparo sólo surte efectos en relación con las personas que promovieron el Juicio, jamás respecto de otros, dicho principio se encuentra consagrado en los artículos 107 fracción II, de la Constitución General de la República y 76 de la Ley de Amparo.

El primer párrafo de la fracción II del artículo 107 de la Constitución General de la República dispone:  “La Sentencia será siempre tal, como sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la Ley o Acto que la motivare”.  Estoy de acuerdo que esta disposición Constitucional tenga plena aplicación a las Sentencias de los juicios de Amparo contra actos de autoridad, pero no a las sentencias de los juicios de Amparo en contra de Leyes; esto es, cuando un Gobernado se ampara contra actos de autoridad, ya provengan del Poder Ejecutivo en sus tres niveles Federal, Estatal o Municipal (Actos Judiciales), el acto reclamado efectivamente solo afecta la esfera jurídica del quejoso, mas no de terceras personas que no solicitaron el amparo y protección de la Justicia Federal; en tal caso sí es razonable que la sentencia de amparo sólo se ocupe del gobernado en particular, del quejoso, amparándolo y protegiéndolo si el acto de autoridad resulta vulnerador de las garantías individuales o contrario a la Constitución.

Pero no es razonable, ni jurídico, ni lógico que una Ley autoaplicativa o sea un acto Legislativo emitido por el Poder Legislativo ya sea Federal o Estatal, y contra el cual algún gobernado haya solicitado amparo y concedido que fuere la sentencia sólo surta efectos para el quejoso, esto es, si el máximo órgano del control de la Constitucionalidad, que es el Poder Judicial de la Federación, ya resolvió en una sentencia que causó ejecutoria, resultado del Juicio de Amparo, que una Ley o algún precepto de esa Ley es anticonstitucional, la Sentencia de Amparo deberá surtir efectos Erga Omnes, es decir sus efectos deberán de extenderse a todos los gobernados y no sólo a la esfera jurídica del quejoso; si alguna Ley o algún precepto es anticonstitucional para el quejoso, lógico que también lo es para todos los Gobernados, de no ser así se aplicaría una Ley autoaplicativa o un precepto contrarios a la Constitución, a los Gobernados que no se ampararon dentro del término de Ley, rompiendo con ello el Estado de Derecho y se permitiría que una Ley o algún precepto contrario al espíritu de nuestra Ley máxima que es la Constitución General de la República, cuya Supremacía es indiscutible, se aplicara aún ya declarada su inconstitucionalidad, lo cual resulta inadmisible, por ello propongo LA NO APLICACION DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO CONTRA LEYES, y que dicho principio sólo rija en el Amparo contra actos de autoridad; aunque esto implique una reforma Constitucional al artículo 107 fracción II, lo que desde luego compete al Constituyente Permanente, pero es urgente dicha reforma al precepto mencionado que es uno de los que regulan desde el marco constitucional al Juicio de garantías y que una nueva Ley de Amparo que se diga moderna deberá contemplar esta propuesta, insisto, de no aplicar el Principio de relatividad en las Sentencias del Juicio de Amparo contra Leyes o preceptos que hayan sido declarados anticonstitucionales.

La anterior propuesta la hago de su Superior conocimiento y la pongo a consideración de su elevada Investidura, para los efectos conducentes, reiterándole las seguridades de mi atenta consideración y respeto.

JOSE MANNING BUSTAMANTE

COMENTARIO A LA LEY DE AMPARO

El presente trabajo se refiere a la competencia concurrente prevista en el artículo 37 de la Ley de Amparo relacionada a la fracción XII del artículo 107 Constitucional.

Este último artículo establece que cuando exista violación de garantías a los artículos 16, en materia penal, 19 y 20 fracciones I, VIII y X Constitucionales, el quejoso podrá reclamar mediante amparo las violaciones de referencia, a su elección, ante el Juez de Distrito que corresponda o ante el Superior del Tribunal que cometa la violación.

A su vez, el artículo 156 de la Ley de Amparo establece el procedimiento que debe seguirse para la substanciación del juicio correspondiente ante el Superior del Tribunal que cometa la violación, precisando que se sujetará a las mismas disposiciones que para la tramitación del amparo indirecto ante el Juez de Distrito se establecen; haciendo la salvedad de que el plazo para la rendición del informe justificado se reducirá a tres días, y que la celebración de la audiencia constitucional tendrá verificativo dentro de los diez días siguientes contados desde el siguiente al de su admisión.

Asimismo, por disposición de la fracción XII del artículo 17 Constitucional en relación al artículo 83 fracciones II y IV de la Ley de Amparo, las resoluciones que pronuncie el Superior del Tribunal que cometió la violación podrán impugnarse mediante el recurso de revisión, en el que en este caso ya no hace salvedad en cuanto al plazo que el artículo 86 establece para la interposición del recurso.

Así las cosas, es evidente que existe una marcada desproporción entre los plazos que establece el artículo 156 de la Ley de Amparo, con el que a su vez establece el artículo 86 de la misma, dado que el término para la celebración de la audiencia constitucional y el que se establece para la interposición del recurso de revisión, es el mismo.

Lo anterior resulta ilógico dado que con el plazo que establece el artículo 156, en cita, para la celebración de la audiencia constitucional, se limita el derecho que tiene el quejoso para aportar pruebas en los juicios constitucionales que se tramiten ante el Superior de la autoridad que cometió la violación.  Máxime si tomamos en consideración que algunas pruebas, tales como la testimonial, pericial e inspección ocular deben anticiparse, con cinco días cuando menos a la celebración de la audiencia.

El hecho de que se señalen sólo diez días de diferencia desde la admisión de la demanda, hasta la celebración de la audiencia constitucional, da motivo a innumerables violaciones procedimentales, que redundan en un notable retraso en la impartición de la justicia federal; ya que de hacerse valer dichas violaciones en los agravios que se expresen al interponer el recurso de revisión, tendrá por efecto la reposición del procedimiento.

Por lo anterior, considero que si el espíritu del legislador al establecer la competencia concurrente a que me refiero, fue el de dar oportunidad al quejoso, de tramitar el juicio de garantías indistintamente ante el Juez de Distrito o ante el Superior de la autoridad que cometió la violación, el de lograr justicia federal que lo favorezca, con la disposición contenida en el artículo 156, se contraviene dicho espíritu legislativo.

En consecuencia, y tomando en consideración que los gobernados de acuerdo al artículo 17 Constitucional, tienen derecho a que se les administre justicia de manera pronta, expedita e imparcial, y que además dicha justicia debe ser equitativa a todos los gobernados; propongo que los plazos que establece el artículo 156 de la Ley de Amparo, sean los mismos que la misma ley establece para la tramitación del amparo indirecto ante el Juez de Distrito.  Ya que se insiste es notable la diferencia que existe entre este artículo (diez días para la celebración de la audiencia constitucional) y el 147 de la misma ley que establece el plazo de treinta días para que se celebre el mismo acto procesal, pero ante el Juez de Distrito.

IRMA RAMÍREZ RIVERA

PROPUESTA PARA QUE SE INTEGRE

A LA NUEVA LEY DE AMPARO.

En atención a su cordial invitación, realizada por memorándum de fecha 24 de noviembre de 1999, y que a su vez se desprende de la realizada por el Ministro GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, me permito hacerle llegar la siguiente propuesta que se considera debe hacerse a la Nueva Ley de Amparo que está en estudio, para que por su conducto se envíe al Coordinador de la Comisión Organizadora Ministro HUMBERTO ROMAN PALACIOS:

UNICO:  La propuesta que se realiza, va en relación a las excepciones al principio de estricto derecho que rige a la Ley de Amparo, que encuentran fundamento en el artículo 107 fracción II, Párrafo Segundo, de la Constitución Federal que a la letra dice:  “todas las controversias de que habla el artículo 103 se sujetarán a los procedimientos y forma del orden jurídico que determine la ley, de acuerdo con las siguientes bases:

I.-…

II.-…

En el juicio de Amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja de acuerdo con lo que disponga la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de esta Constitución”.

De modo particular la propuesta va dirigida en relación a la materia penal y precisamente al ofendido o víctima de un proceso penal, en lo que se refiere a la reparación de daños y perjuicios y no ejercicio o desistimiento de la acción penal.

Actualmente el artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, expresamente estatuye varias excepciones al citado principio, atendiendo unas a la naturaleza del acto y otros a las circunstancias personales del quejoso y recurrente, y en efecto, el citado artículo dice:  “las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demandada, así como la de los agravios formulados en los recursos que ésta ley establece conforme a los siguientes:  I.-...;  II.-  en materia penal, la suplencia operará aún ante la ausencia de los conceptos de violación o de agravios del reo.

Como puede constatarse de la lectura del artículo mencionado en la fracción II, en materia penal, solo el reo tiene la facilidad de que el juez de amparo de forma oficiosa entre al estudio del acto reclamado, aún y cuando los conceptos de violación o de agravios sean deficientes o no existan, es decir que el juzgador se apoyará en las consideraciones que estime oportuno, aunque el reo haya omitido todo razonamiento tendiente a demostrar la Constitucionalidad del acto reclamado a la ilegalidad de la resolución que recurra.  De lo que se desprende que el legislador hace que el juicio de amparo constituya para el reo un medio de fácil defensa, y a consideración del proponente también el ofendido o la víctima de un delito tiene derecho a que el juez de amparo supla las deficiencias de los conceptos de violación o de los agravios en los recursos, ya que por lo regular en el proceso no tienen un asesor jurídico y en muchas de las ocasiones el ministerio público les obstaculiza su intervención en el procedimiento penal, resultando inermes ante los actos de autoridad, y para sustentar el criterio nos basamos en los siguientes razonamientos:

1.-  “La Justicia es uno de los derechos del pueblo mexicano, y la cual se concibe como el objetivo a alcanzar y todo el aparato gubernamental y el sistema jurídico deben estar encaminados a permitir su concreción en casos reales e individualizarlos que se sometan a su jurisdicción.  Y el determinar que es lo suyo de cada cual debe ser tarea permanente del Estado y muy especialmente del Poder Judicial.  Esa y no otra debe ser su razón de ser”;  estas ideas son tomadas del artículo suscrito por MANUEL LORENZO NUÑEZ, y publicado en la Revista Lex, Tercera Epoca, Año V, JUNIO-JULIO 1999, números 48 y 49, páginas 87 y 88.

2.-  Ahora bien, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su título Primero Capítulo 1, establece las garantías individuales que abarcan del artículo 1 al artículo 29, y el artículo 20 establece:  “en todo proceso de orden penal, tendrá el inculpado las siguientes garantías”, y en seguida el artículo enumera las garantías que se comprenden en diez fracciones, y el último párrafo menciona:  “en todo proceso penal, la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir atención jurídica, a que le satisfagan la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el ministerio público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando lo requiera, y, lo demás que señalen las leyes”;  a su vez el artículo 21 párrafo cuarto de la Carta Magna menciona:  “las resoluciones del ministerio público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley”, por lo cual al comprenderse estos derechos del ofendido o de la víctima, dentro de la Constitución Federal, dentro del capítulo de Garantías Individuales, conlleva a determinar que tanto los derechos expuestos en el último párrafo del artículo 20 y el cuarto párrafo del artículo 21 son Garantías Constitucionales que al ser vulneradas por alguna autoridad son susceptibles de tutela Constitucional a través del juicio de amparo conforme a los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, ya que incluso actualmente la Suprema Corte de Justicia ha establecido Jurisprudencia al resolver la Contradicción de Tesis 55/96, que es procedente el juicio de garantías contra la resolución del ministerio público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal.  Luego entonces si el Legislador Federal establece en la Carta Magna, que en materia penal tanto el inculpado como el ofendido tienen garantías constitucionales, entonces en la ley de amparo debe darse igualdad jurídica entre el ofendido o la víctima y el procesado, igualdad que es uno de los componentes de la justicia y que garantiza la Carta Magna en sus artículos 1º y 17, por lo tanto la propuesta se encamina a que en el artículo 76 Bis se establezca que en el juicio de garantías, en materia penal, el juez de amparo supla la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos, respecto del ofendido o de la víctima única y exclusivamente en la reparación de daños y perjuicios y del no ejercicio o desistimiento de la acción penal.

3.-  Una vez expuestos los argumentos, en seguida se expondrá el texto de reforma de la fracción II del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo para quedar como sigue:                  

Artículo 76 Bis…

I.-…

II.-  En materia penal, la suplencia operará aún ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo; así como del ofendido o víctima por lo que hace a la reparación del daño proveniente del delito e impugnación del no ejercicio o desistimiento de la acción penal.

FERNANDO ROMERO DOMINGUEZ

PROPUESTA DE REFORMAS AL ARTÍCULO 5º FRACCIÓN III INCISO B DE LA LEY DE AMPARO

ANTECEDENTES

El artículo 5º de la Ley de Amparo vigente reconoce como partes en el Juicio de Amparo: I.- El agraviado o agraviados; II.- La autoridad o autoridades responsables y III.- El tercero o terceros perjudicados.

El inciso A refiere que tienen el carácter de tercero o terceros perjudicados la contraparte del agraviado, cuando el acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo juicio cuando el amparo sea promovido por persona extraña al procedimiento.

Así también el inciso B refiere que tienen carácter de tercero perjudicado el ofendido o las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, en su caso, en los juicios de amparo promovidos contra actos judiciales del orden penal, siempre que éstos afecten dicha reparación o responsabilidad.

JUSTIFICACIÓN DE LA REFORMA PROPUESTA

El Artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla la serie de garantías que tiene el inculpado en todo proceso del orden penal. Garantías que en forma ineludible debe cumplir toda autoridad en el ámbito penal precisamente con estricto respeto a la garantía de seguridad jurídica.

Pero también el citado Numeral en su párrafo último concede una garantía a las víctimas del delito o a los ofendidos y textualmente dice:

En todo proceso penal la víctima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda, a coadyuvar con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y, las demás que señalen las Leyes”.

Es de explorado derecho saber que la Constitución Política en todos los ámbitos que regula, lo hace de una manera amplia y general y que como consecuencia es a través de la Legislación Secundaria o Reglamentaria mediante las cuales se regula en forma más amplia, más específica y a su vez más concreta la aplicación de los citados Preceptos Constitucionales y así tenemos que tanto las diferentes Legislaciones Penales de los Estados como de las Legislaciones de aplicación Federal como lo es en este caso a comentar la Ley de Amparo, también regula aspectos reconocidos como garantías que se otorgan a lo que la Ley de Amparo llama terceros perjudicados y que en Materia Penal reconoce este carácter a los ofendidos o a las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño, y que la Legislación Penal da el carácter de ofendidos o agraviados, según el caso.

La legislación Penal ha sufrido una serie de reformas en los últimos años, con la frecuencia necesaria que no ocurría anteriormente, ante la necesidad de hacer frente a un gran problema como lo es la inseguridad y la impunidad.

Se han endurecido las Leyes, se han incrementado las penas, se han eliminado beneficios a los sentenciados, se han alargado los plazos para que opere la prescripción, se ha incrementado el catálogo de los delitos graves, se ha reformado el contenido de los Artículos 16 y 19 Constitucionales con la finalidad de que con mayor facilidad se pueda actuar en contra de los delincuentes requiriéndose al respecto que para girar órdenes de aprehensión o decretar formal prisión, únicamente se requiere la comprobación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad penal del indiciado. Todas estas reformas que se han realizado han dejado de sustentarse en la pureza que recomiendan las diferentes corrientes penalistas como podría ser la corriente finalista o causalista, misma que ha tenido una justificación, ya que la delincuencia no respeta ni corrientes penales ni disposiciones constitucionales o de leyes secundarias en la realización de sus actos delictivos.

Como consecuencia, existe una imperiosa necesidad de buscar el equilibrio, justo que se requiere exista entre todos los derechos que se reconocen al acusado con los derechos procedimientales que deberían reconocerse a la parte ofendida, a la parte agraviada.

Como ya se mencionó, el párrafo final del Artículo 20 Constitucional reconoce como derechos a las víctimas o a los ofendidos los siguientes:

A).- Recibir asesoría jurídica; B).- A satisfacer la reparación del daño cuando proceda; C).- A coadyuvar con el Ministerio Público; D).- A que se le preste atención médica de urgencia cuando la requiera y E).- A las demás que señalen las Leyes.

Como ya se mencionó, el inciso B de la Fracción III del artículo 5º de la Ley de Amparo, reconoce el carácter de tercero o terceros perjudicados en Materia Penal al ofendido o las personas que conforme a la Ley tengan derecho a la reparación del daño, pero siempre que se afecte dicha reparación.

Concretamente la Legislación Penal del Estado de Hidalgo en su Artículo 8º de la Ley Adjetiva Penal cuyo Numeral establece cuáles son las partes en el proceso penal y que únicamente reconoce como partes al Ministerio Público, así como al inculpado y su defensor, que por lo que hace al ofendido o a su representante se le reconoce el carácter de coadyuvante del Ministerio Público, que a su vez el artículo 43 del mismo Ordenamiento establece cuáles son los derechos que tiene el ofendido y su Asesor Jurídico y reconoce como derechos los siguientes: I.- A recibir asesoría jurídica; II.- Cuando lo solicite sea  informado del desarrollo de la averiguación previa o del proceso; III.- A recibir la asistencia médica que requiera; IV.- A estar presente acompañado de su asesor jurídico en el desarrollo de los actos procedimientales en que el inculpado tenga ese derecho, teniendo la participación que prevé este Código; V.- Ser notificado de las resoluciones en términos de Ley; VI.- A coadyuvar con el Ministerio Público, a partir del auto de radicación del proceso; VII.- A que se le satisfaga la reparación de los daños y perjuicios provenientes del delito; VIII.- A solicitar medidas precautorias; IX.- A formular conclusiones e interponer los recursos que procedan y X.- Las demás que señalen las Leyes.

También es importante señalar el derecho que le concede al ofendido el Artículo 44 del mismo Código que textualmente dice: “La persona ofendida por el delito o su representante podrán proporcionar al Ministerio Público durante la averiguación previa o al Juzgador durante el proceso, directamente o por medio de aquél, todos los datos o elementos de prueba tendientes a la comprobación de los elementos del tipo penal y de la probable o plena responsabilidad del inculpado, según el caso, y a la procedencia y monto de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados por la realización del delito.”

Con base en tales antecedentes constitucionales ya comentados, así como tomando como referencia los preceptos de las Legislaciones Penales del Fuero Común, resulta necesario que la Legislación de Amparo en lo conducente resulte congruente, tanto con el Artículo 20 Constitucional párrafo último como con el espíritu que han tomado las Legislaciones Penales de los Estados al reconocer derechos a la parte ofendida.

Ya se mencionó que efectivamente la Ley de Amparo reconoce ciertos derechos al ofendido como ya se dijo en su Artículo 5º Fracción III Inciso B, pero exclusivamente con la finalidad de que su intervención se concrete cuando se afecte su derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil provenientes de la comisión del delito, cierto es también que conforme a las últimas reformas a la Legislación de Amparo se establece la intervención que se dará al Agente del Ministerio Público del Fuero Común Adscrito al Juzgado Penal del cual emane el acto reclamado, sin embargo, no es suficiente dicha participación del citado Agente del Ministerio Público del Fuero Común, ya que resulta necesario que la parte ofendida tuviera la oportunidad de que se le diera el derecho para participar dentro del Juicio de Garantías para alegar y aportar las pruebas conducentes a demostrar también como es de su interés el sostener que el acto reclamado se encuentra debidamente fundado y motivado, pues sólo de esta manera se lograría el justo equilibrio entre el indiciado y el ofendido, entre el procesado y el ofendido o en su caso entre el sentenciado y el ofendido, según la etapa en que se interponga el juicio de amparo, lo cual daría una mayor satisfacción a los ofendidos o agraviados el tener la participación más adecuada dentro de un proceso penal para efecto de que también él sea debidamente oído en las diferentes instancias procesales incluido el juicio de garantías.
BRUNO MENDEZ RODRÍGUEZ

PROPUESTA A LA NUEVA LEY DE AMPARO

Como impartidores de justicia es necesario, participar en los foros que nos permitan aportar nuestra experiencia que este ámbito nos ha dejado, a fin de colaborar con la mejora de nuestra sociedad, en la convivencia dentro del marco jurídico existente o bien en el cambio de éste, en aras de un progreso social y qué mejor que dando respuesta a la invitación que formula el licenciado Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por conducto de la Presidencia de nuestro Tribunal Superior de Justicia, para enviar propuestas para la reforma a la Ley de Amparo, en tal tesitura, pongo a su consideración la siguiente propuesta:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El espíritu que llevó a la creación de la Ley de Amparo, sin duda alguna, el hacer valer y prevalecer los derechos humanos, las garantías individuales, que son valladares que impiden la arbitrariedad y el despotismo, espíritu que ha hecho de esta ley la más noble e ilustre institución que México ha brindado a la cultura jurídica universal, motivo por el cual debemos hacer que a toda costa subsista este afán y es por ello que no podemos permitir que los excesos la hagan decaer.

En efecto, desgraciadamente es práctica común que, en aras de exigir de los gobernantes el ajuste de su comportamiento a lo que dispone nuestra Constitución y las leyes, los gobernados caigan en excesos, tales son los casos de que algunas acciones de naturaleza ilícita, intenten protegerse con el desmedido abuso que se hace de la interposición de juicios de amparo, encaminados sólo a que el quejoso consiga una suspensión provisional, por lo que propongo una adición al artículo 74 fracción IV de la actual Ley de Amparo.

ACTUAL ARTÍCULO 74

Fracción IV

Procede el sobreseimiento: I.- …; II.- … ; III.- …;

…IV.- Cuando de las constancias de autos apareciera claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 de esta ley.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las circunstancias del caso.;

V.- …

PROPUESTA DE ADICIÓN

…IV.- Cuando de las constancias de autos apareciera claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se probare su existencia en la audiencia a que se refiere el artículo 155 de esta ley, en cuyo caso se le impondrá al quejoso una multa de diez a ciento ochenta días de salario, según las circunstancias del caso.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o cuando hayan ocurrido causas notorias de sobreseimiento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades responsables están obligadas a manifestarlo así, y si no cumplen esa obligación, se les impondrá la misma multa que en el caso anterior.

SONIA ARACELI MONDRAGON ALONSO

INTRODUCCIÓN

Los derechos fundamentales han sido objeto de tutela constante por las diversas normas constitucionales que han regido dentro de nuestro sistema jurídico nacional, existiendo siempre a su lado medios de control que aseguran y resguardan su observancia. Por todos es conocido, el hecho de que es en nuestro país donde nació uno de los más eficaces de estos medios: el juicio de amparo.

Prolijo resulta enunciar en este momento la historia del juicio de garantías, pero sin embargo, trascendente resulta hacer notar que desde sus inicios ha aparecido siempre como el medio de control constitucional más oportuno y eficiente con que cuenta el gobernado.

En nuestros días, nos parece que el juicio de amparo continúa ocupando este sitio primero como institución de control de la constitucionalidad y legalidad, aún frente a nuevos institutos como la Comisión Nacional de Derechos Humanos o la acción de inconstitucionalidad, los cuales se han creado como respuesta a las incesantes necesidades que los tiempos nuestros reclaman de dotar de más y mejores instrumentos a los gobernados para defender su esfera de derechos frente al actuar del Estado y de sus autoridades.

En este sentido, nuestro añejo juicio de garantías, tiene como reto constante mantenerse en el lugar mencionado y continuar con el grado de efectividad que posee, lo cual logrará solamente si es capaz de armonizarse a las expectativas que le plantean la dinámica social.

Es por ello que desde hace algunos meses, se menciona con insistencia la necesidad de promover una revisión profunda de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal y de su ley reglamentaria, a fin de optimizar la operatividad del juicio de garantías mediante una reforma profunda de los preceptos que lo articulan. Creemos que es por demás prudente dicha revisión, la cual deberá proponerse de la forma más abierta, democrática y científica posible, a efecto de que pueda conseguirse una reforma de calidad que dote al juicio de amparo de los instrumentos suficientes para combatir el actuar inconstitucional de las autoridades del Estado. En este tenor es en el cual surgen estas breves reflexiones, las que paulatinamente se suscitan en el desempeño diario de la judicatura, mismas que se presentan a fin de compartir una serie de consideraciones de carácter muy general, sobre la situación actual que guarda el juicio de amparo, las cuales considero deben de ser atendidas dentro de una posible reforma.

Dichos comentarios se centran sobre la trascendencia de considerar como cuestiones fundamentales ciertos asuntos del derecho familiar dentro de la regulación del juicio de amparo, los cuales encierran intereses comunes que merecen por ende de un trato especial, tema que debe de ser incluido sin duda en la inminente reforma a la Ley de Amparo, al lado de otros temas que reclaman su revisión.

En este sentido me permito presentar las siguientes reflexiones en torno al juicio de amparo, esperando se sumen a muchas opiniones más que hayan de recibirse de la academia, la judicatura y magistratura de toda la nación.

LAS CUESTIONES FAMILIARES DENTRO DEL JUICIO DE AMPARO

Al margen de la discusión sobre si las cuestiones de índole familiar deben de estar incluidas tradicionalmente dentro del derecho civil o si bien deben de ser regulados por una rama independiente del derecho común, hemos de hacer hincapié en el que las cuestiones que se encuentran dentro del llamado derecho familiar merecen un tratamiento especial, dado que dentro de él se encuentran diversos supuestos que atañen a entidades y sujetos tales como la familia, el matrimonio, los menores, los incapaces y los ausentes, los cuales reclaman un tratamiento específico, que les separe de los principios igualitarios pregonados por el liberalismo y de los cuales tiene su sustento el derecho civil, que en muchos casos los coloca en situaciones no del todo favorables a los intereses primigenios que portan.

En este sentido, considero que como signatura fundamental de la reforma que se realice a la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales debe de serlo sin duda el de considerar a los temas del derecho de familia, como elementos fundamentales a proteger dentro del procedimiento de amparo, toda vez que el considerarlos junto con otra clase de temas que sólo responden a intereses particulares sin trascendencia común, se corre el riesgo de derruir las prerrogativas que la legislación ordinaria ha concedido en estos menesteres a efecto de lograr que el interés común que envuelven a estos supuestos queden plenamente salvaguardados.

Fácilmente se advierte que en el texto de la Ley de Amparo en vigor, algunas cuestiones son distinguidas del resto de casos que previene, ello en virtud a la trascendencia de los derechos que se tutelan.

Así verbi gracia tenemos que en el caso de la suspensión del acto reclamado, la Ley de Amparo reserva para algunos supuestos, la procedencia de oficio de la misma, tal y como lo señala en su artículo 123, al disponer:

Artículo 123.- Procede la suspensión de oficio:

I. Cuando que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, deportación o destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

II. Cuando se trate de algún otro caso que, si llegaré a consumarse, haría físicamente imposible restituir al quejoso en el goce de la garantía individual reclamada.

Como se aprecia, sólo para los casos antes enumerados se concederá la suspensión en forma oficiosa, para el resto de actos deberá llevarse a cabo a petición de parte y agotarse el incidente respectivo.

En ese mismo sentido la Ley de Amparo establece al lado del principio de estricto derecho, la facultad de suplencia de la queja en tratándose de amparos en materia laboral, penal y agrario, aún que hace excepciones en el resto de materias, en los casos consagrados por el artículo 76 bis en las fracciones I, V y VI, destacando en el presente caso que nos ocupa el contenido de la fracción V, que contempla supuestos afines a nuestro tema, dicho precepto establece lo siguiente:

Artículo 76 bis.- Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: ... V. En favor de los menores de edad o de los incapaces.

Con los dos anteriores ejemplos, se aprecia que la legislación de amparo concede a ciertos hechos un trato especial, a mayor abundamiento basta recordar el contenido del libro segundo de la Ley de Amparo, el cual se establece con el único propósito de fincar a favor de los sujetos enumerados en el artículo 212 de la propia ley, una serie de preferencias en su actuación procesal como parte en el amparo.

En este sentido, consideramos que ciertas situaciones de índole familiar, tal como lo es la concesión de alimentos, la custodia de menores, la protección de incapaces, medidas provisionales entre cónyuges, entre otros, deberían de incluirse dentro de estos supuestos de excepción. De esta forma el acto de autoridad consistente en denegar la fijación de una pensión alimenticia provisional o definitiva, que en determinado caso podría convertirse en acto reclamado de un juicio de amparo, bien ameritaría que se concediese una suspensión de oficio, o bien que en el caso de que en su escrito de demanda no se estableciese con toda certeza y propiedad los conceptos de violación que lo motivan, pudiese el juzgador de amparo suplir esta deficiencia y con esto evitar que por una deficiencia en la exposición de su demanda se dejase sin percibir alimentos a quien por derecho debería de corresponderle.

Los dos anteriores casos –la concesión de la suspensión oficiosa y la suplencia de la queja- sirven de fiel sustento a la tesis enarbolada líneas arriba, las cuales se proponen en forma enunciativa y no limitativa, a la serie de supuestos donde puede lograrse una amplia protección a los intereses tutelados por el derecho de familia, por lo que en realidad esto sólo propone evidenciar la necesidad de contemplar este aspecto dentro de una posible enmienda legislativa, la cual consideramos no escapa a la idoneidad o adecuación con los principios rectores del juicio de garantías, puesto que como se adujo, la propia ley en la actualidad concede estas concesiones, por lo que si se otorgan ciertas prerrogativas especiales a ejidatarios, trabajadores o procesados, por qué no hacerla extensiva a la familia, los menores, incapaces o el matrimonio.

En todo caso la reforma que adopte estas ideas debe de precisar los alcances de la misma, vigilando a qué sujetos y en qué condiciones puede obsequiarse estas preferencias y bajo qué supuestos pueden prestarse las mismas. En esta labor debe de ser fundamental el auxilio que preste la jurisprudencia existente hasta el momento, la cual ha tenido a bien reconocer esta realidad y en más de un caso ha atendido el silencio del texto legal.

BRIGIDA PÉREZ PERUSQUÍA

“LA SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA”

OBJETIVO: 

QUE SE EXTIENDA DICHA FIGURA DE MANERA ESPECÍFICA A LA MATERIA FAMILIAR.

ANTECEDENTES:  

Como es el conocimiento, el tema que es materia de mi propuesta, está contemplado en la Ley de Amparo y de manera específica en el numeral 76 bis, que es del tenor siguiente:

“Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir las deficiencias de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

I.- En cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia.

II.- En materia penal, la suplencia operará aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

III.- En materia agraria, conforme a lo dispuesto por el artículo 227 de esta ley.

IV.- En materia laboral, la suplencia solo se aplicará a favor del trabajador.

V.- A favor de los menores de edad o incapaces.

VI.- En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa”.

JUSTIFICACIÓN:

A).- De la manera como está legislada esta figura jurídica, su finalidad se diversifica en dos cuestiones a saber:

I.- Suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda.

Lo que entraña, por necesidad, vincularlo directamente con el acto y con el informe justificado.

II.- Suplir la deficiencia de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece (nominados e inominados).

Este punto, trae consigo la vinculación con el acto reclamado, el informe justificado, con los cuales se estableció la litis constitucional, y con la resolución que se hubiere emitido, que por su multiplicidad de casos y de causas, no tendría caso aludir a las mismas; baste que la impugnación que se haga en contra de dicha resolución, vía agravios, será en su caso objeto de la suplencia.

B).- Se pudiera imaginar que el objeto de mi propuesta estaría contemplado dentro de los supuestos previstos  por las fracciones V y VI del precepto aludido, sin embargo no es así, atendiendo a lo siguiente:

1°. Las fracciones en comento aluden a los menores de edad o a los incapaces, que en estricto sentido están contemplados en el derecho de la familia, pero este va mas allá de estos dos sujetos, merecedores de toda consideración legal, como a la fecha acontece; y en otras materias, como pudiera ser la familiar, bajo los supuestos que la ley establece.

2°.- El objeto de la presente propuesta bajo ningún concepto estaría en contra o pugnaría con el principio de estricto derecho, pues dentro de los mismos casos de excepción se fundamenta éstas.

3°.- Considerando que el principio de estricto derecho, imbibito dentro de la Ley de Amparo, obliga a las autoridades que conozcan de un juicio de amparo, en primera o segunda instancia o en única instancia, de conformidad a las exposiciones que hubiere vertido el quejoso, vía conceptos de violación o de agravios, y de conformidad a las piezas  de autos que integren el sumario correspondiente.

4°.- Ahora bien, dicho principio emite ciertas excepciones, como las previstas en el transcrito numeral 76 bis, del ordenamiento invocado, mediante las cuales se obliga a la autoridad judicial, que resolverá la controversia constitucional, puesta a su consideración, a subsanar o corregir los errores que advierta en los escritos de demanda o de agravios, al haberse recurrido alguna resolución.

5°.- La propuesta de protección en caso de conflicto, supuesto bajo el cual emerge la figura de la suplencia de deficiencia de la queja a la familia y a las instituciones que de ella se desprende, tienen como argumento principal a que ellas, son base y fundamento de la sociedad y por consiguiente del derecho familiar. Y que tanto la familia como las referidas instituciones, deben contar con instrumentos legales para su supervivencia y para que se fortalezcan, teniendo como común denominador la subsistencia del basamento social, en el cual estamos inmersos todos.

6°.- Dentro del servicio de la Administración de Justicia, cuantos y cuantos casos hemos visto, que un inadecuado planteamiento de una acción o excepción, dan al traste con una familia, en el sentido amplio, su patrimonio; o bien no se logra el bienestar de dicha familia, entratándose de alimentos, sin que la autoridad pueda hacer algo porque triunfe la justicia y no el derecho, en acatamiento al principio estricto derecho; si bien esta propuesta sería la última oportunidad para proteger y salvaguardar los intereses de la familia no es menos cierto, que la naturaleza del amparo lo exige.

7°.- Por consecuencia bajo la denominación genérica de la familia o del derecho familiar la suplencia de la deficiencia de la queja, habrá de operar en tratándose de:

- Divorcios

- Alimentos

- Nulidad de matrimonio

- Subsistencia del concubinato

Sin abarcar los sujetos objeto de protección de esta figura ya contemplada, por obvias razones, o en su caso, con la modificación pertinente y que a manera de conclusión se esboza en el párrafo siguiente.

CONCLUSIÓN:

Incorporarse al artículo 76 bis, de la Ley de Amparo una fracción, que aluda a la materia familiar, precisándose alcances, a efecto de que prospere la suplencia de la deficiencia de la queja; aunque con mejor técnica jurídica, se sugiere que la fracción V, se modifique y se incorpore a la materia familiar, incluyéndose como sujetos de protección a los menores o incapaces, elementos sustanciales del derecho de familia

SALVADOR DEL RAZO JIMÉNEZ

En el capítulo concerniente a los recursos en el jucio de amparo y en especial al de revisión en los amparos indirectos, es conveniente que se incluya la facultad de que el Tercero Perjudicado no llamado a juicio o mal emplazado, pueda intentarlo cuando le perjudique la sentencia concesoria del amparo, en atención a que se le causa un perjuicio que es imposible reparar a través de otro medio legal, debiendo hacerlo dentro de los diez días siguientes a que tenga conocimiento del acto. Al respecto, puede invocarse la tesis P./J. 41/98, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del 6 de agosto de 1998, derivada de la Contradicción de Tesis 33/93, entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, que se publica en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo VIII, Agosto de 1998, página 65.

Toda vez que el amparo fue creado para proteger al gobernado de los actos arbitrarios de las autoridades, y debe estar al alcance de cualquier persona, la ley debe de dar facilidades para que en las demandas de amparo indirecto en cualquier materia no se exijan más requisitos que el de señalar a groso modo los actos que se reclamen, las autoridades responsables y los hechos en que apoyen su demanda, no obstante no señalar concepto de violación, y sin importar la fecha del conocimiento de tales actos, en cuyo caso no deberá de actualizarse causa de importancia alguna de improcedencia por no promoverse dentro de cierto tiempo, ya que es bien sabido que la mayoría de la población campesina, obrera, indígenas o de las clases más necesitadas poco tienen acceso a este medio de defensa constitucional cuando es a ellos a quien más debe proteger. Por lo tanto, el juicio deberá ser más oficioso, aún en cuanto a recabar pruebas se refiere, sin tantas trabas jurídica y procurando siempre la búsqueda de la verdad.

JAQUELINE VELÁZQUEZ RAMÍREZ 

P R O P U E S T A

En primer término he de referir que en nuestro sistema jurídico la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es el ordenamientos primario y por tanto es la ley fundamental, supremacía que se debe conservar y proteger a través de sus medios de constitucionalidad y el respeto a las normas que la contienen, tal supremacía implica que no puede existir el acto de autoridad contrario a la constitución, entendiendo por acto tanto a las leyes como a las resoluciones judiciales y administrativas.

El control constitucional de nuestro sistema está conferido al órgano judicial federal y los efectos de la resolución que éste pronuncie, sólo pueden versar sobre el caso concreto planteado por individuos particulares, tal y como lo establecen los artículos 103 y 107 de la Constitución Política que en lo relativo dicen:

“Artículo 103.- ...” (se transcribe primer párrafo).

“Artículo 107 fracción II.- ...” (se transcribe).

De ahí la importancia que adquiere en ésta exposición el amparo contra leyes que consagra el principio de relatividad de la sentencia de amparo, que constriñe el efecto de la sentencia que conceda la protección de la justicia federal al quejoso, de manera de que quien no haya sido expresamente amparado, no puede beneficiarse con la apreciación que acerca de la inconstitucionalidad del acto reclamado haya expresado el juzgador en la mencionada sentencia; principio de relatividad que se contempla al igual que los preceptos constitucionales citados, en el artículo 76 de la Ley de Amparo que establece:

“Artículo 76.- ...” (se transcribe).

Lo anterior implica que al no pronunciarse la declaración general de inconstitucionalidad de las leyes impugnadas a través del juicio de amparo, y sólo conceder el amparo a individuos particulares se viola el principio esencial del Estado democrático de derecho, de igualdad de los gobernados ante la ley, en cuanto a que algunos han contado con asesoramiento jurídico por tener mayores alternativas y recursos económicos, no estando obligados a cumplir con los mandatos de una ley inconstitucional mediante el amparo concedido, en cambio quienes no han obtenido deben acatarla, lo que rompe con la justicia y equidad; amén de que dicho principio de relatividad de la sentencia en la actualidad resulta ineficaz y agrava el rezago de los Tribunales Federales a medida que cada individuo en particular reclame el amparo y protección de la justicia federal contra leyes inconstitucionales.

Por las reflexiones aquí asentadas, tomando en cuenta la consideración que emite el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al invitarnos para participar en la propuesta que deba hacerse a una nueva Ley de Amparo para lograr la consolidación de nuestro estado de derecho en la que se asegure a los gobernados una pronta, completa e imparcial administración de justicia, ante todo con igualdad jurídica, me permito proponer:

Se reformen los artículos 107 fracción II constitucional y el relativo al artículo 76 de la Ley de Amparo, para anular la aplicación del principio de relatividad de la ley de desaplicación concreta, con la finalidad, por lo tanto, de que ninguna ley declarada inconstitucional pueda tener vida jurídica, para así consignar la declaración general de inconstitucionalidad de una ley o reglamento, pudiendo establecerse el absoluto respeto que la jurisprudencia merece como fuente formal del derecho en términos del artículo 192 de la Ley de Amparo, de tal manera que cuando se hayan resuelto de inconstitucionalidad de una ley en revisión ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o ante las Salas en cinco ejecutorias seguidas en un mismo sentido no interrumpidas por otra en contrario, y que hayan sido aprobadas por lo menos por catorce Ministros si se trata de jurisprudencia del Pleno, o por cuatro Ministros en los casos de jurisprudencia de Salas, esta resolución de declaración de nulidad deberá hacerse con las mismas formalidades que para su expedición se utilizaron, turnándose al Ejecutivo con el objeto de que ordene su publicación en el Diario Oficial de la Federación con la finalidad de que no se vuelva a aplicar esa norma declarada inconstitucional.  En consecuencia y para adecuar las facultades que otorgue la ley al Poder Judicial de la Federación, se deberá modificar la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, con objeto de que el Tribunal en Pleno se incluya la de hacer una declaración general, en los términos que he precisado en la presente propuesta.

MIRIAM TORRES MONROY

FORO DE ESTUDIO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

PROPUESTA DE REFORMA A LOS ARTÍCULOS 105 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Para poder sostener el orden público como ambiente o estructura objetiva, el Estado requiere necesariamente del establecimiento de un orden jurídico que asegure el mantenimiento de aquél, delimitando la esfera del poder de la autoridad e impidiendo la invasión tanto de la esfera de los derechos de los gobernados como de la esfera de competencia de la propia autoridad, a través de la ordenación y planificación, que impidan se caiga en un régimen de arbitrariedad.

Así el Derecho da al individuo la estructura que da forma al Estado a través de la Ley Constitucional en el mayor nivel, por lo que debe existir congruencia absoluta y total entre el orden jurídico creado por ésta y las leyes secundarias.

Dentro de un Estado federal, como lo es el nuestro, coexisten tres tipos de competencia: la competencia del Estado federal, la competencia de la Federación y la competencia de los Estados locales. A cada una de ellas le corresponden funciones diferentes entre sí, por lo que la ejecución de las mismas tocan a órganos diferentes.

Corresponden al Estado Federal, en forma exclusiva, las siguientes funciones o facultades:

Las reformas o adiciones a la Constitución Federal;

La reforma de la Constitución en su parte geográfica;

La suspensión de las garantías constitucionales; y

El control de la constitucionalidad.

De ellas nos interesa, en el caso, la última, que corresponde al control de la constitucionalidad de los actos de autoridad, cuyo objeto consiste en mantener la regularidad de las relaciones entre la Constitución como norma superior y las normas federales y locales, en su carácter de normas inferiores a ella.

Tal función la ejerce a través de uno de los órganos del Estado Federal, que si bien no deja de ser un órgano constituido, tampoco puede dejarse de tomar en consideración que, al mismo tiempo, se le da la categoría de “poder”, y la propia Constitución le otorga la facultad de ejercer la función de control de la constitucionalidad de los actos de los demás órganos constituidos.

La clase de órgano que tiene la facultad de controlar la regularidad constitucional, así como el tipo de resultado que arroja su función, son los dos elementos que determinan cuál es el procedimiento que se sigue para obtener el control de constitucionalidad.

En nuestro sistema jurídico, el control de constitucionalidad se contiene en lo dispuesto por los artículos 103, 104, 105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en tales disposiciones se faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación como el órgano encargado de velar porque las normas federales y locales, en cuanto normas de carácter secundario, mantengan una relación de regularidad con la Constitución Federal como norma superior, así como de aplicar la coacción en contra de los órganos federales y locales, cuando realicen actos o emitan leyes que contradigan el texto Constitucional. Todo ello a través de lo dispuesto en la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mejor conocida como Ley de Amparo, y por la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105, de la propia Constitución.

El control de constitucionalidad se sigue, como es sabido, por dos vías:

El procedimiento jurisdiccional, y

El procedimiento político-jurisdiccional.

EL PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL

Conforme a lo dispuesto por las tres fracciones del artículo 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tribunales de la Federación son los encargados de resolver toda controversia que se suscite:

Por leyes o actos de la autoridad que viole las garantías constitucionales;

Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o la esfera de competencia del Distrito Federal, y

Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Federal que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.

Por su parte, el artículo 107 Constitucional establece las bases que rigen al Juicio de Amparo para resolver las controversias que se susciten conforme a lo dispuesto por las tres fracciones del referido artículo 103; juicios que estarán sujetos a los procedimientos y formas del orden jurídico que se contienen en la Ley Reglamentaria de tales Normas Constitucionales.

Es a través del Juicio de Amparo, pues, que se tutelan los derechos que la Constitución Federal otorga a los gobernados, mismos que son conocidos con el nombre genérico de Garantías Constitucionales o Garantías Individuales, y, al mismo tiempo, se preserva la supremacía de la Constitución Federal en contra de los actos y las leyes emitidas por la autoridad, tanto federal como local.

El derecho de examen que el gobernado tiene respecto de las leyes o de los actos de la autoridad, constituye un derecho subjetivo, entendido éste como la posibilidad jurídica de participar en el proceso de creación de una sentencia constitucional, por lo que bien puede ser identificado, ese derecho, como el ejercicio de una acción constitucional.

Por tanto, el Juicio de Amparo es un medio de control de constitucionalidad que se lleva a cabo con base en un procedimiento de carácter jurisdiccional de orden Federal, que se inicia con una demanda y concluye con una sentencia en la que se determina la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes o actos de la autoridad, que trae como consecuencia la nulidad de la ley o del acto que se reclama, siendo sus efectos relativos, puesto que sólo benefician al gobernado o gobernados que solicitaron la protección constitucional por tal medio de control.

Por cuanto hace al amparo contra leyes debe decirse, que el legislador, federal o local, dentro de sus facultades goza de absoluta libertad para crear leyes, pero tal facultad no excluye de la obligación de ajustar su actuación a la regularidad constitucional, y cuando llega a expedir una norma contraria al texto constitucional, ésta afecta a todo el orden jurídico del Estado, por lo que debe repararse el daño causado, ya que siendo la ley la primera de las fuentes del Derecho, la ley secundaria debe ser congruente con la Constitución, que es la cristalización de la supremacía misma del Estado y como tal, tiene una doble característica: supremacía y primacía.

La supremacía significa que la Constitución, es la ley de mayor jerarquía para la organización política, jurídica y social del Estado. Por su parte, la primacía implica que la ley primera, de la cual derivan las demás leyes del orden jurídico.

Por tanto, el legislador no puede actuar de manera irresponsable, pues de existir una ley que lesione las garantías constitucionales en perjuicio de los gobernados en contravención de las disposiciones constitucionales, el Juicio de Amparo es el instrumento idóneo para atacar la inconstitucionalidad de tales disposiciones de contenido normativo y observancia general.

El resultado del control de la constitucionalidad lo constituye la sentencia, que se dicta al concluir el procedimiento, y en el caso del Juicio de amparo, la sentencia que concede la protección constitucional tiene por objeto suspender la ley impugnada y dar la bases de su ejecución, sin que exista suplantación de aquélla.

Por tanto, la sentencia de amparo no solo anula la norma que es declarada inconstitucional, sino que obliga a la autoridad responsable a actuar de tal manera que se restituya al agraviado en el goce de la garantía constitucional violada, de manera que las cosas vuelvan al estado que guardaban antes de la violación. Aquí, el órgano de control de constitucionalidad no suple a la autoridad responsable, no se coloca en su lugar, sino que la obliga a comportarse de manera regular en relación a la Constitución.

La sentencia de amparo, pues, al declarar la inconstitucionalidad de una ley, declara su nulidad con las siguientes características:

Es una nulidad establecida por el órgano el control de constitucionalidad;

Es una nulidad con efectos restitutorios, es decir, sus efectos se retrotraen a la fecha en que entró en vigor la ley; y

La nulidad de la ley que se declara inconstitucional, sólo se ocupará de los individuos particulares que hubieren promovido el juicio, limitándose al caso sobre el que versó la demanda, debido a la relatividad de los efectos de la sentencia, los cuales están previstos por la fracción II del artículo 107 Constitucional, y por el artículo 76 de la Ley de Amparo.

b) EL PROCEDIMIENTO POLÍTICO-JURISDICCIONAL

Tanto la fracción IV del artículo 104 como el artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen que las controversias constitucionales y la acción de inconstitucionalidad, a que se refieren las fracciones I y II del referido artículo 105, serán del conocimiento exclusivo de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en los términos del procedimiento que se señale en la ley reglamentaria correspondiente.

LAS CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES

Conforme a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 105 Constitucional, una controversia constitucional puede surgir exclusivamente entre Poderes, Entidades, ya de la Federación, ya de los Estados o con el Distrito Federal o con los Municipios o, finalmente, entre órganos de tales Entidades.

Por lo tanto, la controversia puede suscitarse entre:

La Federación y un Estado o el Distrito Federal;

La Federación y un Municipio;

El Poder Ejecutivo y Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o en su caso, la Comisión Permanente, sean como órganos federales o del Distrito Federal.

En estos tres primero casos, se comprenden todas las controversias que puedan tener como fin dirimir conflictos motivados por leyes o actos que se den dentro de las tres esferas de competencia: Federal, Local o Municipal.

Un Estado y otro Estado;

Un Estado y el Distrito Federal;

El Distrito Federal y un Municipio;

Dos Municipios de diversos Estados.

En estas cuatro hipótesis se contempla la posibilidad de que surjan conflictos exclusivamente entre Entidades locales entre sí, incluyendo en ellas a los Municipios, y serán materia de la controversia única y exclusivamente actos realizados entre tales partes.

Dos Poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales;

Un Estado y uno de sus Municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales;

Un Estado y un Municipio de otro Estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; y,

Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales.

En estas últimas cuatro hipótesis se comprenden a aquellos casos en los que la controversia se centra en la regularidad constitucional de los actos o leyes que emitan los estados o el Distrito Federal, o alguna disposición general que pudieran emitir los Municipios dentro de su esfera de competencia, y que pudieran estar en contravención con la Constitución Federal.

Esta diferencia, entre los grupos señalados anteriormente, permite establecer el alcance y efectos que tendrán las sentencias que al respecto se dicten por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver cada una de ellas, los cuales difieren según el caso de que se trate.

En efecto, los dos últimos párrafos de la fracción I que se analiza, establecen que:

“Siempre que las controversias versen sobre disposiciones "generales de los estados o de los Municipios impugnadas por la "Federación, de los Municipios impugnadas por los estados, o en "los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) anteriores, la "resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare inválidas, "dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido "aprobada por una mayoría de por lo menos ocho votos.

"En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte "de Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes en "controversia”.

Por su parte, el artículo 42 de la Ley Reglamentaria de dicha fracción, reitera el contenido del primero de los párrafos que anteceden y agrega al mismo lo siguiente:

“En aquellas controversias respecto de normas generales en "que no se alcance la votación mencionada en el párrafo anterior, "el Pleno de la Suprema Corte de Justicia declarará desestimadas "dichas controversias. En estos casos no será aplicable lo "dispuesto en el artículo siguiente: En todos los demás casos las "resoluciones tendrán efectos únicamente respecto de las partes "en controversia”.

Atento al contenido de las disposiciones transcritas, debe concluirse que la sentencia que se dicte en la controversia constitucional puede tener dos clases de efectos:

Efectos generales, y

Efectos relativos únicamente entre las partes en controversia.

Para que tenga efectos generales la sentencia se requiere que cumpla con los siguientes requisitos:

Debe versar exclusivamente sobre disposiciones generales, es decir, sobre leyes;

Tales disposiciones generales pueden ser emitidas por los Estados o los Municipios:

En estos casos, la impugnación debe ser promovida por la Federación en contra de leyes de los Estados o de los Municipios, o bien, por los Estados en contra de leyes emitidas por los Municipios;

Que la controversia surja entre el Poder Ejecutivo Federal y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sea como órganos federales o del distrito Federal;

Que la controversia surja entre dos Poderes de un mismo Estado;

Que la controversia se de entre dos órganos de gobierno del Distrito Federal, y 

Que la resolución que se dicte sea aprobada por una mayoría de, cuando menos, ocho votos de los Ministros presentes en el Tribunal Pleno en el momento de dictarse la misma.

Reunidos los requisitos antes señalados, la sentencia tendrá efectos generales, es decir, erga omnes, alcanzándose así la plenitud de la protección constitucional a través de un órgano de control, toda vez que la declaración de invalidez constitucional de la ley extenderá sus efectos de nulidad a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada, según lo dispone la fracción IV del artículo 41 de la Ley Reglamentaria.

No obstante, el legislador federal va más allá de las disposiciones que se comentan, ya que en el artículo 43 de la propia Ley Reglamentaria amplía más los efectos de la sentencia que declara la inconstitucionalidad de una disposición general, cuando dispone:

“Las razones contenidas en los considerandos que funden los resolutivos de las sentencias aprobadas por cuando menos ocho votos, serán obligatorias para las Salas, Tribunales Unitarios y Colegiados de Circuito, Juzgados de Distrito, Tribunales Militares, Agrarios y judiciales del orden común de los Estados y del Distrito Federal, y Administrativos del Trabajo, sean éstos federales o locales”.

El sueño de los juristas del control de constitucionalidad, al fin, se encuentra realizado.

Nunca antes una sentencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia había alcanzado una plenitud total en sus efectos, como lo puede tener en la actualidad la sentencia que se dicte dentro del juicio de controversia constitucional. Nunca antes una sentencia había logrado preservar la supremacía de la Constitución Federal como debe hacerlo la sentencia de controversia constitucional.

Ante tal plenitud de los efectos de la sentencia de controversia constitucional, es admisible la disposición contenida en el segundo párrafo del artículo 42 de la Ley Reglamentaria en el sentido de que, si en el juicio que verse sobre una disposición general, la sentencia que se dicte no alcanza la mayoría de votos exigidos por el texto constitucional para que tenga efectos generales, el Tribunal Pleno debe declarar desestimada dicha controversia.

Es decir, si los efectos de sentencia no van a tener el carácter de generales; si no van a obligar a todas las autoridades, Entidades, Poderes u órganos de gobierno, no tiene objeto declarar inválida una disposición general, pues su nulidad sólo tendría efectos particulares y relativos entre las partes del juicio, y ese no es el objeto de la controversia constitucional cuando ésta se promueve en contra de disposiciones generales, en los casos previstos por la ley.

DE LAS ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD

En la fracción II del artículo 105 Constitucional, se establece un nuevo procedimiento que se designa con el nombre de “Acción "de Inconstitucionalidad”, que también tiene como fin establecer un medio de control de constitucionalidad a través del cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determina si una norma de carácter general se encuentra en contradicción con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Este nuevo medio de control de constitucionalidad tiene la característica de ser un procedimiento sumario, a virtud de que en él no existe controversia entre poderes, sino que a través este medio de control las llamadas minorías parlamentarias existentes en las Cámaras de Diputados o de Senadores, por lo que ve al ámbito federal, o en las Legislaturas de los Estados o en la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, o bien el Procurador General de la República, pueden promover esta acción que tiene por objeto plantear la posible contradicción entre una norma general y la Constitución Federal.

Es de significarse el hecho de que este medio de control sirve a las minorías parlamentarias, de oportunidad para hacer valer ante el órgano de control de constitucionalidad todos aquellos argumentos lógico-jurídico-político-sociales que, debido a su escasa representación en los correspondientes cuerpos legislativos. No les es dable oponer durante los debates que tienen lugar con motivo de la discusión y aprobación de los proyectos de ley que se ventilan en los mismos y que tales minorías consideran contrarios al texto constitucional, permitiéndose así el nivelar las fuerzas a través del examen constitucional de tales normas, sin importar que este se lleve a cabo por un órgano diferente al creador de la norma, pues, en primer lugar, se tiene la seguridad de que los conceptos de invalidez que se expongan al respecto serán analizados sin ánimo ni interés partidista y, en segundo, el medio de control es el idóneo para llevar a cabo tal examen.

Es de hacerse notar también, el hecho de que al adicionarse el inciso f) a la fracción segunda y permitirse a los partidos políticos, nacionales o locales, plantear la no conformidad de las leyes electorales federales o locales, a la Constitución, se cubrió la laguna que existía en ésta al no permitirse el análisis Constitucional de las leyes electorales, corrección que trae como consecuencia el no permitir que ninguna disposición general contraríe a la Constitución, y se preserve así su supremacía.

Dentro de este procedimiento la sentencia es también el resultado del control de regularidad Constitucional, y al igual que la sentencia de controversia Constitucional, puede tener como efecto que se suspenda la ley que se estime contraria al texto Constitucional y, en su caso, además se den las bases de la ejecución de las mismas, con la diferencia de que la sentencia que se dicta en la acción de inconstitucionalidad no tendrá efectos generales, como los que tiene la de controversia, según lo dispone la propia fracción II del Artículo 105 Constitucional y el Artículo 73 de su Ley Reglamentaria, en los que respectivamente se dispone:

“Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo "podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre "que fueren aprobadas por una mayoría de cuando menos ocho "votos”.

“Artículo 73.- Las sentencias se regirán por lo dispuesto en "los Artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley”.

CONCLUSIONES

Por todo lo expuesto se puede determinar que en la actualidad nuestra Constitución Federal ha creado el Derecho Procesal Constitucional, al establecer tres vías para llegar a obtener la declaración de inconstitucionalidad de una ley sea Federal o Local:

El Juicio de Amparo;

El Juicio de Controversia Constitucional, y

El Juicio de Acción de Inconstitucionalidad.

En los tres casos se ejercita una acción de carácter constitucional por la vía jurisdiccional, del cual va a conocer de manera exclusiva el Poder Judicial de la Federación, mediante la tramitación de sendos procedimientos que van a culminar en una sentencia, a través de la cual puede decretarse la inconstitucionalidad o invalidez de una norma o disposición general nulificando la misma, y cuyos efectos serán de carácter particular o relativos tanto en el juicio de amparo como en la acción de inconstitucionalidad, y de carácter o erga omnes en la controversia constitucional, sentencias que podrán ejecutarse bajo un mismo sistema y procedimiento previsto por los dos primeros párrafos de la fracción XVI, del Artículo 107 Constitucional.

Estos tres sistemas de control de la regularidad constitucional presentan semejanzas y diferencias entre sí:

SEMEJANZAS. Son semejantes los tres medios de control constitucional en lo siguiente:

La acción es única y tiene el carácter de ser constitucional.

Es única en atención a que, si bien se identifican bajo nombres diversos: acción de amparo, acción de controversia constitucional y acción de inconstitucionalidad, lo cierto es que las tres acciones se dan para combatir leyes o actos de autoridad que, en un momento determinado, son considerados como contrarios a la Constitución, por lo que su diferencia de nombre o designación únicamente permite identificar al sujeto que es titular de la acción, que en su orden son: los gobernados, un poder, una entidad, un órgano de gobierno, el Procurador General de la República o un partido político, en su caso.

Es una acción que en todos los casos se ejercita por la vía jurisdiccional y con ello da lugar al establecimiento de un procedimiento del mismo tipo.

Se da siempre en contra de leyes o actos de autoridad.

El procedimiento siempre culmina con una sentencia declarativa, que puede tener alguno e los siguientes sentidos:

Puede ser sobreseído el juicio;

Puede declararse la constitucionalidad o validez de la ley o del acto que se reclame;

Puede ser declarada la inconstitucionalidad o invalidez de la ley o del acto que se impugna y, de darse ese caso, se nulifica la ley o el acto;

Ante el incumplimiento de la sentencia, ésta puede ejecutarse mediante el mismo procedimiento previsto por la fracción XV, primero y segundo párrafo, del Artículo 107 Constitucional, y

Los efectos de la sentencia que verse contra actos, siempre serán relativos y surtirán únicamente entre las partes en el juicio.

El procedimiento de Amparo y el de Acción de Inconstitucionalidad son sumarios.

2.- DIFERENCIAS. La acción de amparo difiere de las acciones de controversia y de inconstitucionalidad en que:

Mientras que la acción de amparo tiende a proteger las garantías constitucionales de los gobernados de manera directa e indirectamente a la Constitución, las acciones de controversia y de inconstitucionalidad tienden a proteger de manera directa la supremacía de la Constitución, garantizando así la existencia y la primacía del orden jurídico federal en su totalidad.

El procedimiento de amparo y el de acción de inconstitucionalidad tiene una forma de prosecución sumaria, en cambio el procedimiento de controversia constitucional es un proceso ordinario y extenso en relación a aquellos, asemejándose al procedimiento ordinario civil federal.

La diferencia mayor y más importante se encuentre en los efectos que produce la sentencia que se dicta en estos procedimientos cuando el acto reclamado es una ley, En efecto mientras que las sentencias de amparo y de acción de inconstitucionalidad surte efectos de manera relativas entre las partes en el juicio, la que se dicta en la controversia constitucional, siempre que declare la invalidez de la ley impugnada y se aprobada por una mayoría de ocho votos de los Ministros presentes, surtirá efectos generales, es decir erga omnes.

Del juicio de amparo puede conocer el Tribunal Pleno, las Salas, los Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito y el Superior Jerárquico de la Autoridad responsable en los casos de los Artículos 16 en materia penal, 19 y 20 Constitucionales.

En cambio, de las controversias constitucionales y de las acciones de inconstitucionalidad conoce exclusivamente el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Estas diferencias no permiten establecer una separación total y absoluta de los tres medios de control de constitucionalidad a que se hace referencia, y a pesar de ellas existe entre aquéllos unidad e identidad de materia, de acción y, sobre todo, el objeto es el mismo: Controlar las leyes y los actos de la autoridad con el fin de preservar la supremacía de la Constitución y mantener el orden Jurídico total del Estado Federal.

Todo ello nos lleva a formular a la COMISIÓN DE ESTUDIOS LEGISLATIVOS DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS DEL CONGRESO DE LA UNIÓN, la siguiente.

PROPUESTA DE REFORMA A LOS ARTÍCULOS 105 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,

Bajo las siguientes consideraciones:

Toda vez que el control de la regularidad constitucional de las leyes es único, aún cuando el procedimiento establecido para llevar a cabo la tramitación de los juicios de amparo, controversia constitucional y de acción de inconstitucionalidad, se establezca en normas constitucionales diferentes y se rijan por leyes reglamentarias también diferentes, debe admitirse que entre ellos existen unidad e identidad de materia, la acción es la misma y el objeto de los tres juicios es controlar la actividad de las autoridades que están facultadas para crear y emitir leyes federales o locales, con el fin de mantener la regularidad constitucional entre éstas y la Constitución Federal para preservar la supremacía de ésta y mantener el orden jurídico total del Estado Federal.

Que, en la práctica, puede darse el caso de que se impugne de manera simultánea una misma ley a través de un juicio de amparo, de una controversia constitucional y de una acción de inconstitucionalidad, dando lugar con ello a que exista entre tales procedimientos constitucionales conexidad de causa, y a fin de que no se produzcan sentencias contradictorias, los Artículos 37, 38 y 69, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional, prevén que, mediante acuerdos generales, a solicitud de alguno de los integrantes de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, podrá acordarse el aplazamiento de la resolución de los juicios de amparo y de acción de inconstitucionalidad, hasta en tanto se resuelva la controversia constitucional.

Esto es así, a virtud de que los efectos de la sentencia que se llegare a dictar en la controversia constitucional pueden ser de carácter general, es decir, erga omnes, como se deja señalado con anterioridad.

Lo anterior permite establecer, que es incuestionable que el órgano encargado de conocer de tales procedimientos debe ser el mismo, a fin de que las sentencias que se dicten tengan el mismo fundamento y motivación jurídicos, conforme lo prevén los señalados Artículos 37, 38 y 69, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional.

Y, por otra parte, las sentencias que se dicten en tales procedimientos de control de constitucionalidad deben tener los mismo efectos, cuando decreten la inconstitucionalidad o invalidez de la norma o disposición general impugnada.

Consecuentemente deben reformarse el primer párrafo de la fracción II, y crearse una fracción “II bis”, del Artículo 107 Constitucional, así como el último párrafo de la fracción II del Artículo 105 Constitucional, a fin de establecer que cuando se trate del juicio de amparo en contra de leyes el competente para conocer del mismo lo será el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con el objeto de que la sentencia que se dicte tanto en tal juicio como en el de acción de inconstitucionalidad, tengan efectos generales al igual que la sentencia que se dicte cuando se trate de una controversia constitucional.

Así se uniformará el procedimiento y contenido de los juicios constitucionales que tengan por objeto dirimir controversias mediante las cuales se impugne a las leyes por cuanto hace a su regularidad constitucional, haciendo congruente el Derecho Procesal Constitucional.

Por tanto se propone que el primer párrafo de la fracción Ii del Artículo 107 Constitucional debe quedar de la manera siguiente:

TEXTO ACTUAL
PROPUESTA DE REFORMA

II.- La sentencia será siempre tal que, sólo se ocupe de individuos particulares limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.
II.- La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare, con excepción de lo que se establece para el amparo contra Leyes.

Debe incluirse una nueva fracción al Artículo 107 Constitucional bajo la numeración “II bis”, cuyo texto deberá establecer:

II Bis. El amparo contra leyes federales o locales, expedidas por el Congreso de la Unión, las Legislaturas de los Estado o la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación causen perjuicio a un gobernado, se interpondrá ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y será competencia exclusiva de su Tribunal Pleno.

La sentencia que se dicte por el Tribunal Pleno, en los casos a que se refiere el párrafo anterior, y declare inconstitucional la ley que se impugne, tendrá efectos generales cuando sea aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos de los Ministros presentes, y sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma inconstitucional.

La reforma al último párrafo de la fracción II de artículo 105 Constitucional deberá contener lo siguiente:

TEXTO ACTUAL
PROPUESTA DE REFORMA

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la invalidez de las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una mayoría de cuando menos ocho votos.
Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia que declare inválidas las normas impugnadas, tendrá efectos generales cuando hubiera sido aprobada por una mayoría de cuando menos ocho votos.

Las propuestas de reformas al texto constitucional que se propone, implican reformar también tanto la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 Constitucionales como a la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

JULIO B. ENRIQUEZ USCANGA.

Se considera inaplicable el principio de relatividad, en los casos de sentencias que conceden el amparo contra leyes o su aplicación.

Dando las gracias, por la oportunidad que se da a los que nos dedicamos al estudio de la Ciencia del Derecho, y sin faltar a la decencia ética que es la modestia, damos un punto de vista sobre un tema que afecta a la sociedad, y que le causa repudio porque crea una discriminación y una desigualdad entre sus miembros.

Se parte de las bases y los principios constitucionales y legales del juicio de amparo, y de las doctrinas de nuestros grandes jurisconsultos, enfocándolos a la solución de un problema concreto.

Juristas más capaces, con mayor cultura y con grande experiencia, podrán aquilatar los siguientes puntos de vista, y nos daremos por servidos si nuestra opinión, como un grano de arena sirve para construir el gran edificio del orden jurídico constitucional.

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos está en la base y en la cúspide del orden jurídico de la República, formal y materialmente; lo primero, por ser escrita y rígida, y lo segundo, porque emana de la soberanía del pueblo.

El principio de supremacía constitucional es universal, doctrinaria y legalmente.

La Constitución autodetermina su superioridad, y la subordinación de todos los actos de autoridad a sus principios y mandatos.

Con efecto, así se concluye de sus siguientes preceptos:

1) El artículo 133 imperativamente dice, que es la Ley Suprema de toda la Unión; que las Leyes del Congreso deben “emanar” de ella; y, que los Tratados que celebre el Presidente de la República, con aprobación del Senado, deben estar de “acuerdo”, con la misma.

2) El artículo 128 establece que, todo funcionario público, sin excepción tiene, la obligación de prestar la protesta de guardarla, o sea, la de cumplirla y obedecerla, antes de tomar posesión de su cargo.

3) Los artículo 87 y 97 específicamente imponen, al Presidente de la República y a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, la obligación de guardar y hacer guardar la Constitución y las Leyes que de ella emanen, mirando en todo por el bien, la prosperidad de la Unión.

4) El artículo 135 dispone, que sólo puede ser adicionada o reformada, de la manera y en la forma que ella determina.

5) El artículo 136 indica, que no perderá su fuerza y vigor, aún cuando por alguna rebelión se interrumpa su observancia.

6) Los artículo 40 y 41 determinan, que es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República, Representativa, Democrática y Federal, compuesta de Estados, unidos en una Federación, establecida según los principio de la misma ley fundamental; y, que el pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes de la Unión, en los términos establecidos por la propia constitución federal.

7) El artículo 49 establece, que el Supremo Poder de la Federación se divide, para sus ejercicio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

8) El artículo 115 estatuye, que los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma del gobierno Republicano, Representativo y Popular.

Por lo tanto, la Supremacía de la Constitución nunca pierde su vigencia, porque debe ser cumplida, en todo tiempo y circunstancias.

Los actos, de cualquier autoridad, comprendiendo los del Poder Legislativo, están limitados por los preceptos de la Constitución, como Ley Suprema, por lo que no pueden calificarse de legales, si no son fieles a sus preceptos.

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD

La misma Constitución General de la República establece los medios para controlar la actuación de todas las autoridades, cualquiera que sea su jerarquía, e impedir que puedan desconocerla o violarla, y para restituir las cosas al estado material y jurídico que tenían, antes de que el orden jurídico constitucional hubiese sido alterado, a fin de conservar, permanentemente, su supremacía.

Los medios de control son:

1) El Juicio Político o de Responsabilidad de los Funcionarios Públicos, establecido y regulado por los artículos 108, 109 fracción I, 110, 74 fracción V y 76 fracción VII:

2) Los Procesos de Litigios Constitucionales, creados por el artículo 105 fracción I:

3) Las Acciones de Inconstitucionalidad, contempladas por el artículo 195 fracción II:

4) El Proceso Investigatorio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, contenido en el artículo 97, segundo párrafo:

5) El Proceso de Averiguación de algún hecho o hechos que constituyan violación al voto público, fundado en el artículo 97, tercer apartado:

6) El Proceso Suspensivo de Garantías Individuales, previsto en el artículo 29:

7) El Juicio de Amparo, instituido por los artículos 103 y 107, por violación a las garantías individuales.

ACCIÓN DE AMPARO.

Cuando un gobernado considera que sufre o va a sufrir un perjuicio, una molestia, o una violación, en alguno de los derechos públicos subjetivos, que le reconoce la Constitución, tiene un poder jurídico para obtener la prestación de la jurisdicción constitucional especial, para hacerla saber ese estado y reclamarla su intervención, a fin de que cese esa situación arbitraria, y sea restituido al pleno goce del derecho fundamental que le fue desconocido o violado, y se restablezca el orden Constitucional. Este poder es la acción de amparo.

Así como los órganos jurisdiccionales ordinarios, deben mantener la observancia de la ley sobre los particulares, la jurisdicción especial de amparo debe mantener la observancia de la Constitución, sobre todas las autoridades. En otros términos, los Tribunales comunes, como órganos jurisdiccionales ordinarios, controlan la legalidad de la conducta de los particulares y los Tribunales de amparo ejercen un control jurídico sobre la actividad de las autoridades.

Mediante la acción de amparo, se persigue proteger, tanto los derechos fundamentales de los particulares, como el orden constitucional.

El amparo no es un recurso ordinario en el que se decide sobre los derechos de los litigantes, sin que la litis trascienda al orden público, como no fuera evitar conflictos, para que haya tranquilidad social, sino un juicio que tiene por objeto el interés general y el orden público, para contener a todas las autoridades en la estricta observación de la Constitución. Es un instrumento, para que el Poder Judicial de la Federación alcance sus fines superiores y más bastos, que exceden los límites de una controversia de particulares, que son los de mantener el riguroso cumplimiento de la Ley Fundamental. Es el eslabón que une al Poder Legislativo con el Poder Judicial, para formar la unidad del Estado de Derecho.

La finalidad última de la acción de amparo, es de carácter constitucional; de coordinación entre las funciones legislativas y judiciales, y de unificación de todo el orden jurídico.

Mediante la acción de amparo, se aprovecha el interés individual de los litigantes, poniéndolo al servicio del interés público.

Pensamos con A. M. Morello, “que si no hacemos demasiada teoría y abstracción dogmática caemos en la cuenta de que el derecho subjetivo de la parte (jus litigatoris), es el alma de la impugnación; el que mueve los engranajes; también el que cuida por el valor y eficacia de la ley”, en nuestro caso, de la Ley Suprema.

Desde los Emperadores Romanos existió la visión del Poder Central, de valerse de los litigios de los particulares, por lograr que mediante una queja del perdidoso, ese Poder actuara para que se respetara su legislación. La “Suplicatio” romana, no era un recurso ordinario, como la “appellatio”, sino una queja ante quien gobierna, para que éste asegurara el “derecho” que ha decretado, y se mantenga el jus constitutionis.

El gran constitucionalista del siglo XIX, Don José María Velasco, cuando tomó la palabra en la deliberación Camaral, del Proyecto de la Ley Reglamentaria de los artículos 101 y 102 de la Constitución, al Congreso de la Unión (Segunda Ley de Amparo, de 1869), dijo: “La ventaja de ese juicio (el de amparo) es, que la defensa de las instituciones se confía al interés individual, siendo la cuestión de instituciones…”.

En la iniciativa que el Ejecutivo presentó, por conducto del C. Secretario de Justicia, Protasio P. Tagle, a la Cámara de Diputados, con el título de “Modificaciones y Adiciones a la Ley Orgánica de los artículos 101 y 102 de la Constitución, expedida el 20 de Enero de 1869”, se dice: “El pensamiento dominante de la reforma es conciliar el interés particular con el bien público…”.

El juicio de amparo está hermanado a la Constitución, es un control nomofiláctico.

A través del quejoso, que sufre un agravio directo a sus garantías individuales, se protege el Estado de Derecho Constitucional. Este es un atributo del juicio de amparo, a la vista de los artículos 107 fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 4, 5, fracción I, 116 segundo párrafo, 166 fracciones I y IV y 80 de la Ley de Amparo.

La jurisdicción de amparo es negativa, porque está limitada al conocimiento y decisión de una cuestión de derecho constitucional, y su efecto es destruir el acto inconstitucional, pero no decidir positivamente, el mérito de la controversia del agraviado peticionario.

El amparo es un procedimiento de anulación del acto reclamado que se juzga inconstitucional, porque si se determina que pugna contra la Ley Fundamental, es inexistente, y porque si la sentencia que se pronuncie, ampara y protege al quejoso, tiene efectos retroactivos, conforma al artículo 80 de la Ley de Amparo, que ordena que se restablezcan las cosas al estado que guardaban antes de la violación, si el acto reclamado fue de carácter positivo, u obligando a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantías de que se trate, y a cumplir, por su parte lo que la misma garantía exija, si fue de carácter negativo.

Si el acto o la Ley reclamada se declaran inconstitucionales, se les debe considerar como si nunca hubiesen existido.

El derecho comparado nos enseña, que a las leyes contrarias a las constituciones, se les ya considerado nulas y anulables.

En el Digesto del Emperador Justiniano encontramos, en sus Libros Cuadragésimonono, Título VIII, Apartado 1, párrafo segundo, la Ley QUAE SENTENTIAE SINE APPELLATIONE RESCINDANTUR, Cuadragésimo segundo, Título I, Apartado 32, la Ley DE RE IUDICATA, ET DE EFFECTU SENTENTIARUM, ET DE INTERLOCUTIONIBUS; y en el Cuadragésimonono, Título I, Apartado 19, la Ley DE APPELLATIONIBUS ET RELATIONIBUS. La primera distinguía, el caso en el que una sentencia pugnaba con una norma legal del en el que sólo se afectaban intereses privados, y determinaba, en la primera hipótesis, que se negara la ejecución de la sentencia y se declarara la nulidad del fallo, aunque la hubiese pronunciado el mismo Pretor. La segunda precisaba el caso en el que una sentencia pugnaba con la ley, del en que sólo se afectaban los intereses de las partes, estableciendo que se juzgaba contra las constituciones (Jus constitutionis), cuando se pronunciaba un fallo contra el derecho constitutivo, no contra el derecho del litigante (Jus litigatoris). Correlativamente se daban dos medios de impugnación contra la sentencia, según la naturaleza de infracción; si recaía sobre el derecho constitucional se establecía la “querella nulitatis”, sustentada en el principio de nulidad, si recaía sobre el derecho de litigantes se establecía la “appellatione”. El primero era judicium rescindens, porque anulaba, y el segundo judicium rescissorium, porque confirmaba o revocaba la sentencia.

Con el mismo pensamiento político de los Emperadores Romanos, actuaron los Reyes de Francia. Para fortalecer la autoridad Real se creó, hacia el año de 1422, durante los reinados de Carlos VI y Carlos VII, la apelación ab abusu”, fundada en los principios de que era un atributo esencial y necesario del soberano, defender y proteger a sus vasallos cuando quedaban sometidos a leyes y jurisdiccional eclesiástica, porque no podían abdicar, ni desprenderse de esa autoridad suprema, sin que al mismo tiempo renunciaran a su independencia y dividieran el Poder Real del Imperio. El Rey en interés de su autoridad regia como depositario de la Soberanía, que reunía en su persona los poderes Legislativo, Administrativo y Judicial. El Consejo del Rey se dividió en dos: “el Conseil d ‘Etat” y “el Conseil des Parties”, correspondiendo al primero funciones políticas, y al segundo funciones decisorias de los recursos judiciales. Esta organización y división de funciones subsistieron hasta la Revolución. El “Conseil des Parties”, vigilaba a los jueces para que no dejaran a un lado la Ley, expresión de la voluntad del pueblo, en daño del Poder Legislativo y la separación de Poderes. Sus funciones eran negativas pues sus facultades eran anular lo contrario, en forma expresa o tácita, a la ley.

En España se instituyeron los Recursos de Fuerza en forma similar a la apelación ab abusu francesa. Joseph de Covarrubias, haciendo suya la Doctrina del Ilustre Colegio de Abogados contenida en el Dictamen sobre las Conclusiones de Valladolid, sostiene que: “Las doctrinas de los sabios griegos… y entre los romanos, dejaron preceptos que, trasladados e ilustrados por los sabios de los siguientes siglos enseñan que en cualquier República que se considerara sólo podía existir una sola potestad suprema e independiente, fuese el Príncipe o fuese el Pueblo, de la que dimanaban las demás, aún cuando en su modo de ejercitarse y acomodarse al pueblo variara; por consiguiente, no puede haber una República donde cupieran muchas potestades supremas”. Hubo dos Recursos de Fuerza, “por injusticia notoria” y de “segunda suplicación. La “injusticia notoria”, consistía, en la expresa y notoria transgresión de la Ley y la máxima sobre este tema era “Dixe nulidad, porque la injusticia notoria tienen todos los caracteres de la nulidad, y la nulidad todos los caracteres de injusticia notoria”, La “segunda suplicación” era un recurso, para anular las sentencias pronunciadas contra la ley.

El artículo 12 fracciones I, II y III de la Segunda Ley Constitucional, estableció como atribuciones del Supremo Poder Conservador, las de declarar la nulidad de una Ley o Decreto, cuando fueran contrarios a artículo expreso de la constitución, la nulidad de los actos del Poder Ejecutivo, cuando fueron contrarios a la Constitución o a las Leyes, y de la Suprema Corte de Justicia en el caso de usurpación de facultades. Esta fue la primera vez, en el Derecho Público Mexicano, en la que se estableció una autoridad con la facultad de poder declarar la nulidad de una Ley Inconstitucional.

PRINCIPIO DE RELATIVIDAD

En la Exposición de Motivos, del Proyecto de Reformas a la Constitución Política del Estado de Yucatán, que formuló la Comisión formada por, DON MANUEL CRESCENCIO REJÓN, PEDRO C. PÉREZ Y DARÍO ESCALANTE, se dice que; se siguen las huellas de los Estados Unidos de Norte-América, en los que la Corte Suprema ejerce, al lado de atribuciones judiciales, otras enteramente políticas, en los casos en los que el Poder Ejecutivo se opone a los desafueros del cuerpo Ejecutivo y en los que éste se defiende de las empresas atrevidas de aquél, aunque ese poder inmenso es de pura opinión; que es innecesario un Poder Conservador por monstruoso, que destruye las Instituciones fundamentales a pretextos de conservarlas, que se convierte en el árbitro de los destinos del estado; que no se hacía el Poder Judicial, de él “un Poder temible”, cual sería si se le encargase de impugnar las leyes de un modo teórico y general; pues que entonces al erigirse en censor del Legislativo, entraría abiertamente en la escena política, dando apoyo al partido que le contrariase, y llamando todas las pasiones que pudiesen interesarse en la contienda, con peligro de la tranquilidad del Estado; que aunque “…se da al Poder Judicial el derecho de censurar la legislación, también se le obliga a ejercerlo de una manera oscura y en casos particulares, ocultando la importancia del ataque a las miras apasionadas de las facciones. Sus sentencias, pues, como dice muy bien Tocqueville, no tendrían por objeto más que el descargar el golpe sobre un interés personal, y la Ley sólo se encontraría ofendida por casualidad. De todos modos la ley así censurada no se quedara destruida: se disminuirá su fuerza moral, pero no se suspenderá su efecto material. Sólo perecerá por fin poco a poco y con los golpes redoblados de la jurisprudencia, siendo además fácil de comprender, que encargando la interés particular promover la censura de las leyes, se enlazarán el proceso hecho a éstas con el que se siga a un hombre, y habrá por consiguiente seguridad de que la legislación no sufrirá el más leve detrimento, cuando no se le deje expuesta por ese sistema a las agresiones diarias de los partidos. En fin, multiplicándose por el medio referido los fallos contra las leyes inconstitucionales, se harán estas ineficaces, teniendo las Cámaras por lo mismo que derogarlas, y sacándose de consiguiente la ventaja de conservar el Código fundamental intacto, por un antemural el más fuerte que se ha levantado contra la tiranía de las asambleas legislativas”.

El artículo 53 del Proyecto, indicado, decía: “Corresponde a ese tribunal (Corte Suprema de Justicia) reunido: 1º amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección, contra las leyes y decretos de la Legislatura que sean contrarios a la Constitución; o contra las providencias del Gobernador o Ejecutivo reunido, cuando en ellas se hubiese infringido el Código fundamental o las leyes, limitándose en ambos casos a reparar el agravio en la parte en que éstas o la Constitución hubiesen sido violadas…” (este Proyecto de precepto, pasó con el número 62 a la Constitución Política del Estado de Yucatán).

Por su parte, DON MARIANO OTERO, al disentir de la mayoría de los miembros de la Comisión de Constitución, designada por el Congreso extraordinario de 1847, emitió su famoso voto particular, en el que expuso: “Para este último evento, es indispensable dar al Congreso de la Unión el derecho de declarar nulas las leyes de los Estados que importen una violación del Pacto federal, o sean contrarias a las leyes generales; porque de otra manera el poder de un Estado sería superior al de la Unión, y el de ésta se convertiría en una mera irrisión. Pero para evitar que se hagan declaraciones imprudentes, ya se consulta que estas leyes sólo puedan iniciarse en la Cámara de Senadores, la cual representa el principio federativo en toda su fuerza, y da las mejores garantías de calma y circunspección; y además se establece que la mayoría de las Legislaturas de los Estados tenga el derecho de decidir en todo caso si las resoluciones del Congreso general son o no anticonstitucionales. De esta manera cada Estado en particular está sometido a la Unión y el conjunto de todos será el árbitro supremo de nuestras diferencias y el verdadero poder conservador de las instituciones. Si hay todavía otro medio más eficaz de robustecer el principio federativo, si se conoce otra mejor garantía de las libertades e los cuerpos confederados, yo no la propongo, porque no la conozco”.

“Los ataques dados por los poderes de los Estados y por los mismos de la Federación a los particulares, cuentan entre nosotros por desgracia numerosos ejemplares, para que no sea sobremanera urgente acompañar el restablecimiento de la Federación con una garantía suficiente para asegurar que no se repetirán más. Esta garantía sólo puede encontrarse en el poder judicial, protector nato de los derechos de los particulares, y por esta razón el solo conveniente. Aun en las monarquías absolutas, refugiada la libertad en el recinto de los tribunales, ha hecho que la justicia encuentre allí un apoyo cuando han faltado todas las garantías políticas y por esto yo no he vacilado en proponer al Congreso que eleve a grande altura el Poder de la Federación, dándole el derecho de proteger a todos los habitantes de la República en el goce de los derechos que les aseguren la Constitución y las leyes constitucionales, contra todos los atentados del Ejecutivo o del Legislativo, ya de los Estados o de la Unión”.

En su voto particular, OTERO redactó los siguientes preceptos:

“Art. 16. Toda ley de los Estados que ataque la Constitución o las leyes generales, será declarada nula por el Congreso; pero esta declaración sólo podrá ser iniciada en la Cámara de Senadores”.

“Art. 17. Si dentro de un mes de publicada una ley del Congreso general fuere reclamada, como anticonstitucional, o por el Presidente de acuerdo con su ministerio, o por diez diputados, o seis senadores, o tres Legislaturas, la Suprema Corte, ante la que se hará el reclamo, someterá la ley al examen de las Legislaturas, las que dentro de tres meses, y precisamente en un mismo día, darán su voto.

Las declaraciones se remitirán a la Suprema Corte, y ésta publicará el resultado, quedando resuelto lo que diga la mayoría de las Legislaturas”.

“Art. 18. En el caso de los artículos anteriores, el Congreso general y las Legislaturas a su vez se contraerán a decidir únicamente si la ley de cuya invalidez se trate es o no anticonstitucional; y en toda declaración afirmativa se insertarán la letra de la ley anulada y el texto de la Constitución o ley general a que se oponga”.

“Art. 19. Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, contra todo ataque de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de ley o del acto que lo motivare”.

OTERO estableció para el Control de Constitucionalidad dos procedimientos, uno político que denominó reclamo, y otro Judicial al que dio el nombre tradicional y castizo de amparo. Mediante el primero se obtenía la declaración de nulidad de las Leyes de los Estados que atacarán la Constitución, por declaración del Congreso, y la declaración de nulidad de las leyes del Congreso General que fueran anticonstitucionales, por las Legislaturas Estatales. Mediante el segundo, se obtenía la declaración de nulidad de todo ataque a los derechos, que a todos los habitantes de la República, les concede la Constitución.

Los preceptos proyectados por DON MARIANO OTERO fueron aceptados por el Congreso Constituyente e incorporados en el Acta Constitutiva y de Reformas de 18 de Mayo de 1847, con los números 22, 23, 24 y 25.

La Constitución Política de la República Mexicana, de 1857, aceptó el principio de relatividad, antes referido, en sus artículos 101 y 102 sus textos son:

“Artículo 101. Los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se suscite:

I. Por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las garantías individuales.

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados. 

III. Por leyes o actos de las autoridades de estos, que invadan la esfera de la autoridad federal”.

“Artículo 102. Todos los actos de que habla el artículo anterior se seguirán, a petición de la parte agraviada, por medio de procedimientos y formas del orden jurídico, que determinará una ley. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a protegerlos y ampararlos en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

La Comisión desechó en su Dictamen, el reclamo del Acta Constitutiva y de Reformas, porque: “La ley de un Estado, cuando atacaba la constitución o leyes generales, se declaraba nula por el congreso; y la ley de éste, reclamada como anticonstitucional, se sometía al juicio de la mayoría de las legislaturas. En cualquier caso era una declaración de guerra de potencia a potencia, y esta guerra venía con todas sus resultas, con sus más funestas consecuencias. Los gobernados tenían la obligación de promulgar y ejecutar las leyes del congreso federal, como si fuesen empleados de esta administración, y el poder ejecutivo de la Federación expedía órdenes a los gobernados como de superior a inferior. Una veces las leyes o actos de los Estados se sobreponían a la autoridad federal, y otras el poder de la Unión hacía sucumbir al del Estado: en uno y otro extremo quedaba siempre desairada y envilecida una de las dos autoridades, sancionada la discordia y hasta decretada inevitablemente la guerra civil. No es éste el sistema federal, pues si ésta fuera, sería necesario proscribirlo y execrarlo”.

La Constitución Política de la República Mexicana de 1857, subsumió o incorporó en un mismo procedimiento, el juicio Político y el juicio Jurisdiccional, ideados por OTERO.

Los Constituyentes de 1856-1857, aceptaron el principio de relatividad con el corte jurídico de CRESCENCIO REJÓN y MARIANO OTERO en el artículo 102 de la Constitución Política de la República Mexicana, tanto para los casos de leyes anticonstitucionales, federales o estaduales, como para los casos de violación de garantías individuales.

Como es natural, las Leyes Orgánicas, de Procedimientos de los Tribunales de la Federación, que exige el artículo 102 de la Constitución Federal, para los juicios de que habla el artículo 101 de la misma, de 1861; Orgánica Constitucional sobre el Recurso de Amparo de 1869, y Orgánica de los Artículos 101 y 102 de la Constitución Federal, de 1882, se amoldaron al principio de relatividad de la Constitución de 1857.

En el Proyecto que presentó el señor Venustiano Carranza, al Congreso Constituyente 1916-1917, sobre reforma al artículo 102 de la Constitución de 1857, se siguió la misma directriz establecida de éste, en relación al principio de relatividad de la sentencia que conceda el amparo al quejoso agraviado. El precepto, ya aprobado, coincide con el texto del proyecto, cambiando, únicamente, la ubicación de la fracción I, por la de la fracción II, que dice: “La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare"”

La Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 104 de la Constitución Federal, de 1919, y la Ley de Amparo Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente, se ajustan a las normas constitucionales que reglamentan.

INCONGRUENTE APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD, EN LOS CASOS EN LOS QUE SE RECLAMA LA ANTICONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY.

Las sentencias que se pronuncian en un juicio constitucional, que concede el amparo y protección de la Justicia Federal, a un quejoso agraviado por una ley anticonstitucional, no puede fundarse ni tener los mismos conceptos, extensión y alcance, que los de las sentencias dictadas en los juicios de amparo, en los que quien pide la prestación de la jurisdicción especial, se funda en la privación o molestia que le causa un acto de autoridad por ilegalidad o inexacta aplicación de la ley.

Es una expresión hermosa pero utópica y romántica, la de don MANUEL CRESCENCIO REJÓN cuando dice: “En fin, multiplicándose, por el medio referido, los fallos contra las leyes anticonstitucionales, se harán estas ineficaces, teniendo las Cámaras por los mismos que derogarlas, y sacándose por consiguiente la ventaja de conservar el Código Fundamental intacto, por un antemural el más fuerte que se ha levantado contra la tiranía de las asambleas legislativas”.

La sensibilidad y la disposición permanente del espíritu del gran jurista a buscar y lograr la estabilidad de una Nación, que tratando de organizarse entre principios centralistas y federalistas, y entre ideas conservadoras y progresistas, le hicieron imaginar que los integrantes del Poder Legislativo serían, sino como él, que cuando menos tendrían sentimientos patrios iguales, en los que predominaría la razón; sin embargo, la historia nos demuestra lo contrario. Después de ciento sesenta años, las Cámaras no acatan los fallos jurisprudenciales de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, derogando las leyes que han sido juzgadas y declaradas inconstitucionales.

2) El Acta Constitutiva y de Reformas de 1847, tuvo una vigencia efímera, en medio de la tragedia que sufrió México, por la invasión norteamericana y sus consecuencias lamentables.

Además, nunca se dictó la Ley Reglamentaria de los artículos 22, 23, 24 y 25 del Acta Constitutiva y de Reformas.

OTERO, en unión de MANUEL ROBREDO y DOMINGO IBARRA formularon un Proyecto de Ley Constitucional de Garantías Individuales, anunciada en el Acta Constitutiva y de Reformas y envió a JOSÉ URBANO FONSECA, Ministro de Justicia y Negocios Eclesiásticos un Proyecto de Reglamento del artículo de la misma, aunque, desgraciadamente, no se conoce su contenido.

Con justa razón se dice que no hay más grande mentira que una verdad a medias.

OTERO creó dos procedimientos para el control de constitucionalidad, uno de carácter político, y otro de carácter jurisdiccional. El primero se refería, específicamente, al control de la constitucionalidad de las leyes, confiando al Congreso Federal la decisión de las reclamaciones contra las disposiciones generales y abstractas dictadas por las Legislaturas Locales, y a éstas el examen y voto de una Ley del Congreso General. Por el segundo se sometían, al conocimiento de la Suprema Corte de Justicia, los casos de violaciones a cualesquiera de las garantías individuales reconocidas a favor de los habitantes de la República.

Desde la Constitución de 1857 se damasquinaron los dos procedimientos en uno sólo y se hicieron comunes los principios, que por sus propias naturalezas, correspondías a cada uno de ellos. De esta manera, la jurisdicción especial federal, de control de constitucionalidad, ejerce funciones de orden político y funciones propiamente jurisdiccionales. A través del juicio de amparo, por violación de las garantías individuales, se juzga de la constitución de las leyes que corresponderían, conforme al pensamiento de OTERO, al procedimiento de reclamo; sin embargo, no se dan a la sentencia de amparo los efectos generales de las resoluciones del procedimiento político.

3) OTERO abrió la luz dentro de las tinieblas creadas por el conservadurismo. Isidro Antonio Montiel y Duarte nos dice: “Un lunar oscurismo veremos siempre en el derecho constitucional que estableció entre nosotros, “el Supremo Poder Conservador,” con una superioridad inconcebible, respecto del Poder Judicial, del ejecutivo y aún del Legislativo, pues autorizado estaba para suspender  a la alta Corte de Justicia, para declarar la incapacidad física o moral del Presidente de la República y hasta para suspender por dos meses las sesiones del congreso general.  Un poder tan monstruoso, fue creado con el fin de sostener el equilibrio constitucional entre los poderes y el de mantener o restablecer el orden constitucional en los casos en que fuere perturbado; y aunque no pudo ser más plausible el propósito; de seguro que el medio fue completamente inadecuado, porque la eficacia de la acción de un poder tan exorbitante, no pudo derivarse sino de un profundo y religioso respecto al principio de autoridad; y este respecto quedó completamente relajado desde el momento en que se vio levantada una entidad enteramente desconocida, cuyas plantas podían hollar impunemente la supremacía de nuestros Altos Poderes aún en su existencia colectiva… Se nota que la organización del Poder Legislativo, está basada en la creencia errónea de que su acción es omnipotente, pues al ponerle restricciones expresas, se da a entender muy claramente, que puede hacer todo aquello que no esté comprendido expresamente en tales restricciones; sobre todo cuando en plena cámara se dijo a una vez sin contradicción: que el Congreso tenía todo el poder de un Monarca absoluto”.    

Es indudable que no se quiso caer en el campo del conservadurismo. 

Al subsumirse en un solo procedimiento el reclamo y el amparo, se quiso respetar el federalismo, pero el resultado no fue feliz.

4)  No es verdad que la sentencia que concede el amparo, a un habitante de la República, contra una ley inconstitucional, desaire y envilezca a las autoridades que intervinieron en su procedimiento legislativo y que engendre discordia y una guerra civil entre los Poderes.

La autoridad es el derecho de ser escuchado y obedecido por otro, de dirigir y mandar; y el poder es la fuerza de que se dispone, y con cuya ayuda se puede obligar a otro a escuchar y obedecer.

La Suprema Corte  es una autoridad  privada de poder, y el Legislativo y el Ejecutivo, cuando dictan una norma general y abstracta, inconstitucional, ejercen un poder sin autoridad.  El poder que no es la expresión de una autoridad es inicuo.  Con el solo poder la autoridad baja al orden físico, y como autoridad el poder se eleva al orden jurídico y moral.  Cuando el Legislativo y el Ejecutivo ejercen poder sin autoridad, obran sobre el Estado y carecen de autoridad para dirigir, para ser escuchado y para ser obedecido. 

Una ley anticonstitucional es inexistente, aunque materialmente sea el producto del poder.

La soberanía nacional, o sea, las voluntad del pueblo mexicano, se ejerce a través de la trilogía de los Poderes, que por lo mismo son iguales, aunque los distingan sus funciones.

Si la sentencia dictada por la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, que declara la inconstitucionalidad de una ley, no se cumple ni respeta, se crea una situación privilegiada para las autoridades  que intervinieron en el procedimiento legislativo de la norma general y abstracta reclamada, y un respeto mítico y omnímodo para el Poder Legislativo,  y a su vez, se minimiza al Poder Judicial, lo que equivale a subordinar la Soberanía nacional y sus facultades de mandante, a los intereses arbitrarios del mandatario. 

Se destruye la distribución igualitaria de la Soberanía nacional.

5) El quejoso que ejercita la acción de amparo actúa en defensa de sus derechos públicos subjetivos, y en interés del orden constitucional, y si se le concede el amparo y protección, es para restituirlo en el que de sus derechos fundamentales; pero la restitución no será completa, si no se satisfacen los intereses particulares y generales de su acción.

6) Si  a la sentencia que declara que una ley es anticonstitucional, se le dan efectos restitutorios relativos, debe concluirse, por necesidad lógica, que la supremacía constitucional también es relativa y no absoluta, pues se permite la existencia de una norma general y abstracta que al estar impugna con la constitución debe ser nula de manera absoluta. 

7) La conservación de una ley, que ha sido declarada inconstitucional crea una desigualdad entre los gobernados, porque sufren un trato desigual, ya que el mandato o la prohibición inconstitucional no se aplica al quejoso que obtuvo el amparo y protección de la justicia federal, y se sigue aplicando a quien no tiene la defensa de ese mural.

Los artículos 1° y 13 de la Constitución Política de la República determinan, que todos los individuos gozarán de las garantías que la misma otorga, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse, si no en los casos h condiciones que ella misma establece, y que no habrá leyes privativas ni tribunales especiales, y que nadie tiene fueros.

La Ley Fundamental, no establece ninguna excepción, en perjuicio de la conservación de la pureza y de la supremacía constitucionales. 

8) Los derechos públicos subjetivos son fundamentales y permanentes, y la ley inconstitucional inexistente, razones por las que una vez que se ha declarado inconstitucional una ley, no debe aplicarse en forma alguna, en perjuicio de un gobernado.

El juicio de amparo, se ha ido formando y perfeccionando, a través del tiempo, con la fuerza intelectual y moral de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Aún cuando la parte resolutiva de una sentencia, dictada en un juicio de amparo en el que se reclamó una ley por inconstitucional, sólo haga referencia a la persona del quejoso y al acto concreto de aplicación de esa ley, para cumplir constitucional y legalmente con el principio de relatividad, en su parte Considerativa se estudia la ley reclamada como norma abstracta y general, pues de otra manera no podría examinarse si está o no dentro del marco constitucional.  La H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, tiene sentada jurisprudencia en el sentido de que la autoridad de las sentencias se extiende a sus considerandos, porque “en términos generales, la parte resolutiva de la sentencia, por sí misma es la que puede perjudicar a los litigantes y no la parte Considerativa, pero este principio debe entenderse  unido al de la congruencia, según el cual los considerandos rigen a los resolutivos y sirve para interpretarlos…”.

Los considerandos de la sentencia que ampara y protege contra una ley inconstitucional hacen un estudio y declaración general respecto a la ley reclamada, aún cuando ese estudio y esa declaración se limiten en el fallo. 

Todos conocemos la frase exteriorizada de la sentencia de amparo, que dice que la Justicia de la Unión ampara y protege al quejoso, para los efectos que se determinan en los Considerandos.

El más alto Tribunal de la Nación, destruyendo la esencia de la cosa juzgada, determina, en su jurisprudencia firme, que “Las ejecutorias de amparo deben ser inmediatamente cumplidas por toda autoridad que tenga conocimiento de ellas y que, por razón de sus funciones, deba intervenir en su ejecución, pues atenta la parte final del primer párrafo del artículo 107 de la Ley Orgánica, de los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal, no solamente la autoridad que haya figurado con el carácter responsable en el juicio de garantías está obligada a cumplir la sentencia de amparo, si no cualquiera otra autoridad que, por sus funciones tenga que intervenir en la ejecución de ese fallo”.  Se impone la conservación de la estabilidad y supremacía del orden jurídico constitucional, y de interés público, sobre el interés de los particulares.                  

El Legislador ha establecido, como un caso de la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda de amparo, los casos  “En cualquier materia,  cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas anticonstitucionales por la  Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia”, atendiendo al artículo 76 bis, fracción I, de la Ley de Amparo en vigor.

9) Actualmente y en términos del artículo 105 fracciones I inciso K), segundo apartado y II, inciso f), último apartado, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de las controversias constitucionales y de las acciones de inconstitucionalidad, si aquéllas versan sobre disposiciones generales de los Estados o de los Municipios impugnados por la Federación, de los Municipios impugnadas por los Estados, o de los Poderes de un mismo Estado, o de dos Órganos del Gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales, y si éstas tienen por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y la Constitución.

En  estos casos, si las resoluciones deciden que la controversia constitucional es operante y que existe contradicción entre una norma de carácter general y la  Constitución, tendrán efectos generales de invalidez de las disposiciones o normas impugnadas.

Sin embargo, no sucumben, ni quedan desairadas e envilecidas las autoridades Federal o del Estado, ni caen en inevitable guerra civil. 

El fantasma del conservadurismo ha desaparecido y sin temor ninguno debe prevalecer la Supremacía Constitucional.

PROPOSICIONES CONCRETAS

PRIMERA.- Deben reformarse los artículos 94, apartado VIII, 107 fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 192 de la Ley de Amparo, para determinar que la jurisprudencia que establezca la H. Suprema Corte de Justicia, funcionando en Pleno o en Salas, por reiteración y por contradicción de Tesis, que se refiera a la inconstitucionalidad de una norma general y abstracta, es obligatoria para todas las autoridades de la República, ya sean Federales, Estatales o Municipales, sin distingo de sus jerarquías.

SEGUNDO.- Debe adicionarse el artículo 195 de la Ley de Amparo, estableciendo que la jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, referente a la inconstitucionalidad de una norma general y abstracta, deberá publicarse, además de en el Diario Oficial de la Federación, y en los Diarios Oficiales o Gacetas, de o de las Entidades Federativas, a las que corresponda la norma anticonstitucional.        

TERCERO.- Debe agregarse como caso de suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda de amparo aquél  en el que el acto reclamado se haga consistir en la inconstitucionalidad de una norma general y abstracta, o en su aplicación, y ya se haya resuelto por la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, en controversias y en acciones de inconstitucionalidad, que tal norma pugna con la Constitución.

CUARTO.-  Cuando exista Jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que una norma general y abstracta, reclamada en un juicio de amparo, es inconstitucional, por violación de los procedimientos legislativos o establecidos para su pronunciamiento y publicación, y en los casos del artículos 103 fracciones II y III de la Constitución General de la República, la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, la pondrá en conocimiento de la parte legitimada, conforme al artículo 105 fracciones I y II de la Carta Magna, para que inicie la controversia o la acción inconstitucionalidad, correspondiente.

QUINTO.-   Deben adicionarse, los artículos 107 fracción II de la Constitución y 80 de la Ley de Amparo, para determinar, que en los casos en los que se conceda el amparo y protección de la Justicia Federal, a un quejoso, porque la ley que reclamó, o su aplicación, sean inconstitucionales  la ley así juzgada será inaplicable a casos iguales o futuros en perjuicio de  cualquier habitante de la República, si al respecto se llega a formar Jurisprudencia.

SEXTO.- Debe agregarse una fracción al artículo 95 de la Ley de Amparo, para establecer que en los casos en que exista jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que una norma general y abstracta es inconstitucional, cualquiera persona a la que se aplique puede impugnar, esa aplicación mediante el Recurso de Queja, en cualquier tiempo.

Al respecto debe tenerse presente que las autoridades que intervinieron en el procedimiento legislativo o en el pronunciamiento y publicación de la norma general y abstracta, declarada inconstitucional, ya fueron oídas legalmente en los juicios de amparo en que se pronunciaron las Ejecutorias o Tesis  que constituyen Jurisprudencia.

Se trata de un verdadero caso de exceso o defecto de la ejecución de la sentencia que amparo      

ANTONIO ZAFRA OROPEZA

PROPUESTA PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO

a) La propuesta de reforma lo constituye el TÍTULO PRIMERO, relativo a las REGLAS GENERALES, del Capítulo X, artículo 76 de la Ley de Amparo, que a la letra dice: “Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo hubieren solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.

b) Las consideraciones o motivos que explican la aportación, son las siguientes:

Uno de los medios de la defensa de la Constitución, puede realizarse en nuestro país a través del juicio de amparo; la defensa sí lograda es primordialmente del individuo y sólo indirecta, secundaria y limitadamente de la Constitución.

Por su parte, el Poder Judicial Federal, tiene una función jurisdiccional específica, que le confiere el artículo 103 constitucional, a través del juicio de amparo como un sistema de defensa constitucional, fijándose las bases para su tramitación en el artículo 107 del mismo texto.

Motivo por el cual, el objetivo fundamental de este trabajo estriba en reformar la fracción II del artículo 107 constitucional; y como consecuencia el artículo 76 de la Ley de Amparo, conocida en la doctrina como principio de la relatividad de la sentencia de amparo (fórmula Otero); evitando el mencionado precepto que las sentencias de amparo tengan efectos generales, limitándose única y exclusivamente a amparar y proteger al quejoso en los casos en que verse su demanda de garantías, sin hacer una declaración general de nulidad de leyes o actos inconstitucionales.    

Fundamento constitucional que tuvo su origen con Mariano Otero, quién al proponer el juicio de amparo a nivel federal en su notable voto particular de 5 de abril de 1847, que después quedaría consagrado en el Acta Constitutiva y de Reformas de 18 de mayo de 1847, consideró que, siguiendo el modelo americano, el Poder Judicial solamente desaplicaría la norma secundaria, ya que de lo contrario los jueces derogarían las leyes y se pondrían en oposición contra el Poder Legislativo.

Esta fórmula quedó recogida, casi literalmente, por el artículo 102 de la Constitución de 1857, el cual, junto con el artículo 101, representaron la consagración definitiva del juicio de amparo; más tarde pasó a formar parte  por la fracción II del artículo 107 constitucional vigente.

Hemos observado que el principio de la relatividad de la sentencia de amparo (fórmula Otero), es injusta, por cuanto tal como hoy se práctica, mediante el amparo contra ley o acto inconstitucional sólo se protege al quejoso, dejando subsistente y en pleno vigor dicha ley  o acto inconstitucional para todos aquellos otros particulares que no hubieren recurrido a tiempo, no atacando el mal intrínseco de la disposición contraria a la Constitución.

Lo cual nos induce a proponer como solución del problema, reformar la fracción II del artículo 107 constitucional y 76 de la Ley de Amparo, basada en el método científico del estudio de legislación comparada, donde en algunos países europeos y americanos se han venido creando tribunales constitucionales, dotando a sus sentencias de efectos erga omnes, así como en otros países, a las sentencias de constitucionalidad de leyes dadas por tribunales ordinarios, también se les ha dado esa característica a sus efectos, ya que consideran que los efectos generales de la sentencia de un proceso en que se revise la constitucionalidad de una ley, no violan los principios de la división de poderes, puesto que con ello se procura aplicar con realismo el principio de la supremacía de la norma constitucional sobre las normas secundarias. 

Concebimos esta reforma como un urgente mecanismo, pretendiendo como fin inmediato la adecuación del principio del que nos hemos referido en el amparo, a efecto de que las sentencias pronunciadas no sean relativas, sino generales y abstractas, logrando el bienestar tanto del quejoso que haya impugnado la inconstitucionalidad de la ley o acto de autoridad, como aquél que no lo hizo paro que se encuentra afectado por dicha ley o acto, quedando invalidado totalmente y lograr un bienestar en el gobernado.   

c)  Redacción que resulta  al incorporar comentarios.

Ante el problema planteado, proponemos la reforma de la norma constitucional en cuestión, para quedar en los siguientes términos:

Texto actual

“La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos particulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare”.

Texto de la reforma

Sugerimos la reforma de la facción II  del artículo 107 constitucional y 76 de la Ley de Amparo, para quedar en los términos siguientes:

La sentencia que declare la inconstitucionalidad de una ley o acto, será definitiva y de efectos generales, amparando y protegiendo tanto al quejoso que impugnó la inconstitucionalidad, como a todos aquéllos que se encuentran afectados por dicha ley o acto.  

OTRA PROPUESTA PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO

a) La propuesta de reforma lo constituye el TÍTULO SEGUNDO, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.  Capítulo II del Pleno. Sección 2ª. De sus atribuciones, artículo 10, fracción II, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal. 

b) Las consideraciones o motivos que explican la aportación, son las siguientes:

Consideramos que la facultad de atracción, que es el carácter que se ha conferido a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las reformas constitucionales y legales de 1988 y 1995, deben atribuirse a los tribunales colegiados, toda vez  de que la atracción se aplica no a los juicios de amparo en los cuales se plantean cuestiones directamente de carácter constitucional, sino de aplicación de disposiciones legislativas ordinarias, ya sean federales o locales, no obstante que según las reglas de competencia, correspondieran a los tribunales colegiados de circuito.    



TRANQUILINO JUÁREZ ORTEGA.

Defensoría pública en la jurisdicción de amparo

(PROPUESTA PARA LOGRAR EL ACCESO EQUITATIVO AL JUICIO DE AMPARO EN MÉXICO).

PRESENTACIÓN.

Acudimos a la convocatoria que por vía de invitación he emitido abiertamente el presidente de la honorable Suprema Corte de Justicia de la Nación para, en un plebiscito que nos responsabiliza a todos, dejemos constancia de nuestro interés y propuestas para mejorar en lo posible el instrumento tutelador de los derechos fundamentales en México, a saber, el juicio de amparo.

Es cierto que todo es perfectible y nuestro juicio de garantías puede tornarse en un procedimiento más sencillo y asequible a cualquiera que estime violados sus derechos y libertades como gobernado.

Los grandes temas relacionados con el principio de relatividad de las sentencias, con las causas de improcedencia, el de estricto derecho o la suplencia de la queja deficiente, serán tratados abundantemente por plumas autorizadas. Y supuesta ya una simplificación en el trámite, nuestra modesta aportación se refiere a la promoción y substanciación íntegra del juicio de amparo, sobre todo a favor de los agraviados con un acto de autoridad.

En nuestra experiencia que nos mantiene en contacto con esa mayoría excesiva de mexicanos con desventajas económicas, es muy oportuna la invitación que atendemos. Consideramos que ningún mexicano debería requerir de abogados para acceder a la jurisdicción de amparo en eficaz defensa de sus derechos, pero esto será posible solamente mediante la difusión y promoción efectiva de los mismos para que sean del pleno conocimiento de la población, labor educativa la cual debe estar a cargo de todos los involucrados según las leyes vigentes, pero en especial de la institución encargada de brinda asistencia jurídica gratuita por parte del Estado, para los casos en que lo requiera alguna de las partes (excluido el Ministerio Público de la Federación) del juicio de amparo o mediante designación que en general se haga de un defensor público.

De aprobarse nuestra propuesta, la reforma comprendería no solamente la Ley de Amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino también la propia Constitución, en los términos que señalamos (artículos 17 y 102), así como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y se haría necesario expedir una nueva Ley que regula a la Defensoría Pública Federal.

Es indispensable fortalecer al Poder Judicial de la Federación, a nuestro juicio, mediante la ampliación de los efectos erga omnes de las sentencias de amparo; mediante la simplificación del juicio de garantías con una mayor oralidad y supresión de recursos para muchos casos, y asequibilidad que ya hemos invocado, pero sobre todo simplificando en lo posible el trámite para la ejecución de las sentencias de amparo, de modo tal que todo juez de Distrito pueda imponer las máximas sanciones a que se hagan acreedoras las autoridades responsables; todo esto sin omitir las facultades que se otorguen el propio Poder Judicial para iniciar leyes.

Lo anterior conlleva la responsabilidad del Poder Judicial de la Federación para contar con mejores jueces; al Ministerio Público de la Federación para una auténtica depuración y profesionalización de sus elementos, a las instituciones de Defensoría Pública Federal, así como de la Entidades Federativas, para allegarse los mejores elementos, y desde luego a las universidades del país para revisar sus planes de estudios y garantizar la máxima calidad en sus egresados.

Solamente así se podría iniciar a saldar la deuda histórica que nuestro pueblo tiene con su gente, consigo mismo; porque han transcurrido más de siete décadas de régimen constitucional en las que la impartición de justicia ha sido en la inmensa mayoría de casos una quimera.

CONSIDERACIONES GENERALES

La convocatoria.
Es verdad: los abogados somos soldados de la Justicia. Lo creemos ahora más que nunca pues asistimos cual testigos de una guerra intestina entre factores económicas y de la paz social; entre el interés general y los corruptos o pillos que anteponen el beneficio propio y de los suyos, llámense empresarios, burócratas, narcotraficantes u otros grupos organizados para delinquir.

Son un gran número los enemigos de nuestra sociedad, haciéndose pasar incluso por gentilhombre, quienes han tomado o han burlado al Derecho corrompiéndolo o aniquilándolo en su expresión normativa legal. Con ello logran a veces torcer los designios de la justicia, de modo que, aunados con otros grupos externos, lastiman en sus valoraciones más acendradas a nuestras familiar, nuestras escuelas, nuestras creencias y nuestro futuro.

Desde nuestra inserción, con el simple hecho del nacimiento, se nos quiere reducir aún en el seno familiar a una célula económica generadora de consuma; libramos una lucha desigual desencadenada por la estúpida mercadotecnia que un día terminará por aniquilarnos en “progresistas” batallas antiecológicas.

Mientras tanto, el orden jurídico y quienes deben cumplirlo y hacerlo cumplir muestran cada vez más sus limitaciones.

Ahora, desde la instancia más honorable de nuestra milicia jurídica escuchamos patriotas la convocatoria única e inédita para una especie de Constituyente Popular Permanente; es como escuchar otra vez en nuestra trinchera jurídica, renovado, el Himno Nacional: “Mexicanos, al grito de guerra…-si el clarín con su bélico acento nos convoca a lidiar con valor…-piensa oh Patria querida que el cielo un soldado en cada hijo te dio…(especialmente si ese hijo es un abogado)”. Porque ciertamente, todos los días nuestro México libra batallas incruentas con los efectos de una guerra cuerpo a cuerpo, frente a un enemigo invisible que es la injusticia.

Efectivamente, existe una gran preocupación en la sociedad en general y en los Poderes Ejecutivo y Legislativo, pero preponderantemente en el Poder Judicial por llevar adelante una reforma de fondo a la institución jurídica del amparo, que es el principal instrumento protector del orden jurídico cuyos principios fundamentales se encuentran en la Constitución Política que nos rige y con el propósito de hacerlo plenamente asequible a todos aquellos que acallados en su impotencia por no contar con voz ni con recursos para hacer valer sus derechos e intereses legítimos, claman por justicia y respeto en la aplicación del Derecho.

El llamado del Presidente en nuestra Máxima Instancia Jurídica del país ha despertado como es natural, los más diversos comentarios y expectativas y seguros estamos de que no habremos de esperar mucho para ver que los resultados, redundaran en un enriquecimiento producto del consenso de opiniones de esta magna y castiza institución del Derecho Mexicano.

La Defensoría Pública.
En este contexto, las instituciones que tienen el cometido de brindar asistencia jurídica eficiente, a una mayoría superior al 70% de mexicanos carentes de recursos económicos para solventar su patrocinio en juicio, deben resolver al menos las siguientes cuestiones: “Qué posición deben de asumir frente a la reforma de la Ley de Amparo?, ¿Cómo garantizar el acceso a la jurisdicción del juicio de amparo de la población en general?, ¿Cuáles serían los mecanismos y procedimientos para dar mayor eficiencia, eficacia y equidad mediante la defensoría pública en el juicio de amparo?, ¿Cómo accederían las personas a esta jurisdicción en su calidad de beneficiarios de la defensoría pública?, ¿La defensoría pública federal también sería garante del acceso a la justicia constitucional cuando los actos reclamados provengan de autoridades del fuero común?, ¿De qué manera contribuiría a la equidad procesal en el juicio de amparo la introducción de la figura del Defensor Público Constitucional? y finalmente ¿Cómo impactaría en la sociedad en el foro jurídico el acopio del mayor número de patrocinios jurisdiccionales?

Todas estas interrogantes, y otras que se les deriven, encontrarán respuesta a continuación.

Los problemas del acceso a la jurisdicción del juicio de amparo.
La impartición del amparo para el sistema jurídico mexicanos, radica en que es la única instancia que tiene por finalidad solicitar la protección jurisdiccional contra una ley o un acto de autoridad que se estime inconstitucional. Para ello resulta indispensable, que la persona a quien se le ha causado el agravio, su representante legal u 9otro a nombre del directo agraviado, en algunos casos de violaciones graves, acuda a la instancia jurisdiccional por medio de la demanda de amparo; posteriormente el Juez de Distrito habrá de examinar la cuestión fundamental para ver si procede o no la protección de la Justicia Federal, a través de los conceptos de violación; sin embargo, antes de entrar al estudio de fondo del asunto el juez de oficio habrá de estudiar que no exista alguna causa de improcedencia.

Estos dos aspectos formales del juicio de amparo, es decir la formulación de la demanda de amparo y el estudio de las causas de improcedencia, constituyen factores que han creado barreras para el equitativo acceso de la población a la jurisdicción del juicio de amparo, violando la garantía de igualdad de los gobernados frente a la ley: Factores que inciden de manera poderosa en la equidad y eficacia de reclamar vía amparo la violación de las garantías consagradas en la Constitución; y encuentran su causa mediata en que los servicios de asesoría legal no están al alcance económico de una gran mayoría, que aunque silenciosa reclama justicia. Contar con la asesoría de un abogado de calidad sin cuyo apoyo no es posible acceder a la jurisdicción del amparo, debido a la complejidad técnica y excesivo formalismo que ha alcanzado esta institución, en perjuicio de los justiciables.

El principio de igualdad de los gobernados consagrado en la Constitución, tiene varias repercusiones en el ámbito procesal del juicio de amparo, una de ellas y quizá la más importante se refiere al principio dialéctico del proceso o contradictorio, por el cual la intervención de las partes en el proceso requiere de una intervención equilibrada, es decir que el acceso de las partes a la instancia en igualdad de condiciones, tanto jurídicas como sociales y económicas. Esta nueva dimensión del principio de igualdad ha sido denominada como el derecho de acceso a la jurisdicción, y constituye una piedra angular en la construcción de los sistemas jurídicos contemporáneos.

El acceso a la jurisdicción de amparo como derecho constitucional autónomo.

El derecho de acceso a la jurisdicción del amparo debe de ser considerado como un derecho autónomo de carácter constitucional, que habría de incluirse de manera expresa en el catálogo de los derechos fundamentales de los gobernados; bajo una nueva concepción que supere la hasta ahora imperante en el ordenamiento constitucional, que se caracteriza por ser un derecho individual frente al Estado que no toma en consideración los obstáculos de orden económico y social que limitan el libre desenvolvimiento del derecho de acudir a las instancias jurisdiccionales, y entorpecen la real participación igualitaria de los justiciables y la eficacia del proceso.

El acceso a la jurisdicción del juicio de amparo tiene por objeto garantizar y no únicamente proclamar el derecho de todos los justiciables de acudir a los tribunales federales con jurisdicción de amparo, es decir consiste en una nueva dimensión procesal del derecho de exigir al Estado una participación igualitaria frente a los tribunales federales con jurisdicción de amparo en igualdad de circunstancias, para la solución sobre la constitucionalidad de actos o leyes; equilibrio procesal que dad la trascendencia de las controversias, no puede únicamente adquirir un carácter formal, sino que deben de aspirar a la concreción social.

Con la formulación constitucional de la Garantía de Acceso a la Jurisdicción Constitucional, el estado mexicano asumiría el compromiso social de que los justiciables, puedan superar las barreras de acceso efectivo al amparo; que este acceso se produzca con la adecuado asistencia jurídica a efecto de garantizar la participación en igualdad de circunstancias de las partes, y la eficacia en el proceso jurisdiccional.

Con estos lineamientos reflejados directamente en el ámbito constitucional se estaría dotando de una dimensión social a la institución del juicio de amparo, garantizando que la población pueda acceder a la protección de la Justicia Federal.

La Defensoría Pública Federal como instancia adjetiva del acceso a la jurisdicción de amparo.

La exigencia de las partes equidistantes, iguales y contrapuestas en igualdad de circunstancias se ha interpretado de diversas formas, según el contexto jurídico-político imperante. En efecto la igualdad de las partes, aunque formalmente expresada por la Ley de Amparo, en la realidad social del proceso no existe, por los factores que se han enunciado anteriormente. De ahí que en los tiempos recientes se hayan adoptado instituciones para el auxilio de los justiciables que se encuentran en condiciones de inferioridad social, económica y cultural; tales como los sistemas de asesoramiento legal gratuito que intenta ser una solución efectiva para lograr que amplios sectores de la población puedan lograr la prestación jurisdiccional en condiciones de igualdad y de equilibrio.

Estos servicios de seguridad social jurídica les proporciona de manera incipiente en materia de amparo, el Instituto Federal de Defensoría Pública, a través de los servicios de Asesoría Jurídica, pero hasta ahora han sido sólo una extensión burocrática de la defensoría pública, de ahí que en la posibilidad de ampliar la cobertura de los servicios en materia de amparo, a la par de la reforma  al institución del amparo, se podrían encontrar los ejes para reestructurar y dar coherencia a la asistencia legal gratuita, a fin de hacer accesible para la población la jurisdicción de los tribunales federales, objetivo primordial del planteamimiento de la actual reforma a la institución del amparo.

Par llevar adelante una reforma integral del amparo que lo haga accesible a toda la población, resulta indispensable articular los instrumentos jurídicos adjetivos suficientes, para que el contenido de la reforma sea una realidad cotidiana, y no una pura reforma de escritorio.

La ampliación de la cobertura de la defensa pública en materia de amparo puede llegar a ser uno de esos instrumentos, por lo que la aportación de esta propuesta esta focalizada sobre el objetivo de llevar la defensoría pública en un instrumento adjetivo que garantice materialmente el acceso a la jurisdicción del juicio de amparo de todas aquellas personas que así lo requieran, que puedan ser sujetos de servicio y cuya pretensión no sea ostensiblemente infundada; prestando los servicios de defensoría pública federal de amparo, gratuitamente con un alto sentido de responsabilidad social, bajo los lineamientos de honradez, profesionalismos, autonomía y probidad.

Además podría asignársele la enorme responsabilidad de mantener una función preventiva de las controversias jurisdiccionales, a través de la promoción efectiva de los derechos, y con carácter educativo, entre la ciudadanía extendiendo dicha promoción a las entidades públicas no jurisdiccionales, llegando a emitir para éstas las opiniones jurídicas que le soliciten previamente a emitir actos, mediante dictámenes fundados, lo mismo para los particulares respecto de los actos jurídicos que preparen o negocios en que intervengan; también se le facultaría para fungir como árbitros o amigables componedores en determinados asuntos. Todo ello propiciaría entre los ciudadanos un mayor conocimiento y defensa directa de sus derechos, y permitiría concluir las controversias antes que llevarlas por vías ordinarias o de amparo ante las instancias de jurisdicción federal, de suerte que se eviten prácticas viciosas que generan o incrementan el rezago judicial.

El Defensor Público en jurisdicción de amparo.

La inclusión de la figura del Defensor Público Constitucional a la Ley de Amparo, tendría que diseñarse como institución procesal para hacer efectiva la garantía de acceso a la jurisdicción del juicio de amparo, a toda la población que así lo requiera, y cuya pretensión no resulte notoriamente infundada, correspondiéndole a este Defensor la legitimación procesal para interponer la demanda de amparo ante los órganos jurisdiccionales federales, así como de dar seguimiento procesal a los asuntos en que tenga intervención y gestionar lo conducente para la ejecución de la sentencia para la adecuada defensa de los derechos fundamentales de los gobernados, que hallan sido vulnerados, por algún acto o ley, en todas las materias.

El Defensor Público en jurisdicción de amparo, estaría al alcance de cualquier persona que considere vulnerados sus derechos, y que desee plantear su caso a la defensoría pública, por el mal funcionamiento de la administración pública, mas desempeño de algún funcionario o responsable de los servicios públicas, que le esté ocasionando o le haya ocasionado una vulneración o desconocimiento de sus derechos y libertadas. Correspondiéndole a dicha institución, una vez analizado el caso, promover y gestionar el juicio de amparo para la restitución del goce de las mismas, o su indemnización, si así procediese.

El acceso al defensor pública en amparo deberá estar abierto a toda persona física que reúna los requisitos para ser sujeto de servicio, pero además, a las personas jurídicas nacionales o extranjeras, para la defensa de los derechos difusos o de los derechos de las minorías establecidos por la Constitución.

Para que se pueda comparecer ante el defensor público en amparo, cumplidos los requisitos no habrá de ser necesario ningún otro. Ni edad específica, ni representación por abogado o fórmulas de nombramiento de índole jurisdiccional, ni pago de cantidad alguna. El acceso al defensor público en amparo habrá de ser asimismo directo, sin necesidad de algún otro refrendo o trámite intermedio; sin remisión de la noticia de la vulneración de las garantías por alguna otra instancia.

El defensor público en amparo se configura de esta manera como una vía, con legitimación procesal reconocida por la ley, para garantizar el acceso a la jurisdicción de amparo, y un garante de la seguridad jurídica.

Las razones fundamentales para la creación del defensor público en amparo, fuera del acceso a la jurisdicción del juicio de amparo; por una parte el mayor cuidado que el Estado mexicano ha mostrado hacia la defensa de los derechos y libertades de la persona, y en especial en sociedad como la mexicana que ha sufrido en su historia por la complejidad de las relaciones entre el ciudadano y los gobernantes, dominadas en muchas ocasiones por la arbitrariedad y la intervención en la vida privada de las personas.

Se trataría en consecuencia de articular un instrumento jurídico adecuado para que el ciudadano se encuentre real y efectivamente defendido y amparado ante cualquier vulneración de sus derechos y libertades; propiciando una vía de acceso fácil, informal y gratuita al juicio de amparo.

PROPUESTA DE REFORMA

AL MARCO JURIDICO POSITIVO

CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.

Artículo 17.

Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.

…

DEBERÁ DECIR:

Artículo 17.

Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Al efecto contará con la asistencia jurídica necesaria para prevenir, conocer y dirimir las controversias de su interés y la defensa de los derechos que le otorga el orden jurídico mexicano.

…

Artículo 102

La Ley organizará el Ministerio Público de la Federación…

El congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los Derechos Humanos…

DEBERÁ DECIR:

Artículo 102

A. La Ley organizará el Ministerio Público de la Federación…

B. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de protección de los Derechos Humanos…

C. Los mismos órganos legislativos, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos para la asistencia jurídica, promoción con carácter educativo, defensa y solución no jurisdiccional de controversias. En el ejercicio de sus funciones contarán con autonomía técnica e independencia funcional.

En el ámbito federal dicho organismo tendrá a su cargo la defensoría pública en materia de amparo en los términos que establezcan las leyes respectivas. Su titular y los abogados adscritos serán responsables de toda falta, omisión o violación a la ley en que incurran con motivo de sus funciones, pero solamente podrán ser separados de sus cargos en términos del Título Cuarto de esta Constitución.

II. LEY DE AMPARO (REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 CONSTITUCIONALES).

ARTICULO 4º. El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los caos en que esta ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

DEBERÁ DECIR:

ARTICULO 4º. El juicio de amparo puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley, el tratado internacional, el reglamento o cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de la defensoría pública, de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor.

ARTICULO 5º.- Son partes en el juicio de amparo:

I a III…

El Ministerio Público Federal, quien podrá intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que la misma Ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de justicia. Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo afecten intereses particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Público Federal no podrá interponer los recursos que esta ley señala.

DEBERÁ DECIR:

ARTICULO 5º.- Son partes en el juicio de amparo:

I a III…

IV.- El Ministerio Público de la Federación y la Defensoría Pública Federal, quienes podrán intervenir en todos los juicios e interponer los recursos que señala esta Ley, inclusive para interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de tribunales locales, independientemente de las obligaciones que sus respectivas leyes les precisan, hasta lograr la pronta y expedita administración de justicia. Sin embargo, tratándose de amparos indirectos en materias civil y mercantil, en que sólo afecten interese particulares, excluyendo la materia familiar, el Ministerio Público de la Federación no podrá interponer los recursos que esta ley señala.

NOTA:

Todas las anteriores propuestas de modificación, suponen la simplificación del juicio de amparo en su tramitación, haciéndolo preponderantemente verbal y ágil para la mayoría de los casos en que se combatan actos no jurisdiccionales de las autoridades administrativas.

JOSÉ RESENDIZ GARCÍA

Propuesta

El principal problema a que nos enfrentamos la autoridades en materia agraria señaladas como responsables en un juicio constitucional, para la fijación de la garantía que suspende los actos reclamados, es la falta de un indicador que norme el criterio que debe seguirse para la fijación de la causa; ya que proveer la suspensión del acto reclamado en tratándose de los amparos directos que corresponda conocer a los Tribunales Colegiados de Circuito, es una obligación constitucional de las autoridades señaladas como responsables, quienes según lo dispone la fracción XVII del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos se harán acreedoras a la destitución del cargo cuando admitan fianza o garantía que resulte “ilusoria o insuficiente”, luego entonces, lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley de Amparo no se ajusta a dicho precepto constitucional al establecer que: “la autoridad que conozca del amparo fijará discrecionalmente el importe de la garantía”; motivo por el cual estima Magistratura estima pertinente que se deberá legislar en cuanto a este rubro, proporcionándonos un parámetro legal en el cual nos podamos apoyar para cumplir con la referida orden constitucional, y no incurrir en desacato con las consecuentes sanciones.

Tomando en consideración la situación económica en que se encuentra inmerso el campo mexicano, la fijación de la garantía para la suspensión de los actos reclamados debe ser proporcional a esta realidad, por lo que la propuesta de fijar un tope máximo de 25 días de salario mínimo vigente en el área geográfica de que se trate de acuerdo a la calidad de la tierra, por cada hectárea materia de conflicto, no resulta excesivo (“ilusorio o insuficiente”), sino asequible al ingreso económico de la clase campesina, quedando tal situación bajo el criterio que se estime correcto para lo propio.

En mérito de lo anterior, me permito sugerir la reforma a los siguientes artículos de la Ley de Amparo:

TITULO TERCERO

CAPITULO  III

Artículo 170. . . . y en tratándose del amparo en materia agraria, sin perjuicio de observar lo anterior, se aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 234 de esta ley.

LIBRO SEGUNDO

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

Artículo 234. . . . En cuanto a la suspensión solicitada por ejidatarios, comuneros, aspirantes a estas calidades, posesionarios y pequeños propietarios, cuando se diluciden derechos individuales, la autoridad responsable que decida esta cuestión deberá aplicar los siguientes criterios para la fijación de la garantía:

Si la tierra en controversia es de riego, se aplicarán 25 días de salario mínimo vigente en el área geográfica de que se trate por cada hectárea.

Tratándose de tierras de temporal, por cada hectárea correspondiente 20 día de salario mínimo vigente en el área geográfica respectiva.

Para las tierras de agostadero, se aplicarán 15 días de salario mínimo vigente en la zona geográfica de que se trate por cada hectárea.

En cuanto a las tierras de monte por cada hectárea en litigio, se aplicarán 10 días de salario mínimo vigente en el área geográfica respectiva.

El criterio para determinar la calidad de la tierra, materia de la fianza, será por declaración del solicitante, bajo protesta de decir verdad.

PROPUESTA DE REFORMA A LA LEY DE AMPARO

Uno de los problemas al que nos enfrentamos los Tribunales Unitarios Agrarios, radica a que una vez resuelto el Recurso de Revisión a que se refiere el artículo 198 de la Ley Agraria, cuando son parte núcleos agrarios ejidales o comunales, dichas resoluciones no causan ejecutoria en virtud de que por disposición del artículo 217 de la Ley de Amparo éstos pueden interponer en cualquier tiempo juicio de garantías en contra de dichas resoluciones que confirmaron o revocaron las sentencias de los Tribunales Agrarios, y que pudieran tener por efecto privar de la propiedad o posesión a dichos núcleos de población al verse desfavorecidos con la resolución.

En cuanto a las resoluciones emitidas por los Tribunales Unitarios Agrarios en juicios relativos a la acciones previstas en las fracciones III, VI, VIII, X, XI Y XIII de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, en los cuales hayan sido parte los núcleos de población ejidal o comunal y haya existido contienda con miembros de su población o con pequeños propietarios, también se presenta el mismo problema planteado con anterioridad, ya que al no existir términos ara que dichas entidades interpongan el juicio de garantías respectivo, éste queda abierto para que lo hagan valer en cualquier tiempo.

Así las cosas, hay incertidumbre jurídica para los núcleos de población o particulares beneficiados con la resolución, puesto que la misma al no causar estado resulta inejecucional respectivo; por lo que bajo esta tesitura se propone la siguiente reforma:

LIBRO SEGUNDO

TITULO UNICO

CAPITULO UNICO

Artículo 217.  . . .  En cuanto a los amparos directos interpuestos por los núcleos de población ejidal o comunal en contra de las resoluciones del Tribunal Superior Agrario dictadas en segunda instancia y de los Tribunales Unitarios Agrarios, en las que hayan sido parte, el término para su interposición será de sesenta días.

GILBERTO SUÁREZ HERRERA 

EL ARTÍCULO 105 COMO ESTABILIZADOR 

DEL PODER PÚBLICO

Hablar del papel del artículo 105 Constitucional como estabilizador del Poder Público, sin duda alguna nos lleva a hablar de los medios de control de la constitucionalidad, de sus finalidades, de sus procedimientos y consecuentemente también de los órganos que se encargan de ellos.

Nada más difícil que simplificar lo complejo y unificar y generalizar lo que no es uniforme y que es diferenciado. Tarea de sabios dicen algunos, afán de necios dicen otros. Por esta razón en esta ocasión se hará una exposición muy general de los medios de control constitucional que consagra nuestra Constitución tratando solamente de dar una idea general de cada uno de ellos y así tratar de descubrir un poco de mayor profundidad el papel de la Suprema corte de Justicia de la Nación (SCJN) como órgano estabilizador del poder Público, a través de su intervención en la resolución de las controversias constitucionales cuya competencia le atribuye de manera exclusiva el artículo 105 Constitucional. De igual forma, es importante hacer notar que el presente trabajo no pretende analizar en su totalidad al art. 105 ni agotar todos los aspectos y particularidades de las controversias constitucionales y menos aún de todos los otros medios de control constitucional; sino que sólo pretende presentar una noción genérica de lo que estos medios representan y esbozar unas cuantas ideas en torno al papel que la Suprema Corte cumple como órgano estabilizador del Poder Público en nuestro país.

En un sistema de Derecho Constitucional como el nuestro en donde la Constitución  que es expresión de la soberanía y ésta es escrita y rígida (es decir que no puede ser cambiada o modificada por los poderes constituidos encargados normalmente de gobernar y en especial por el poder legislativo ordinario), y en donde ésta asigna como parte de su contenido fundamental la forma de Estado, la forma de gobierno, así como la creación de los poderes públicos: Ejecutivo, Legislativo y Judicial (principales órganos encargados de gobernar) y la competencia de los mismos (facultades que en concreto se les asignado),1se hace necesaria la existencia de medios tendientes a garantizar que sea respetada la voluntad  expresada a través de la propia Constitución. Es decir, es imperativa la existencia de medios de control de la constitucionalidad que garanticen que los mandatos constitucionales sean obedecidos por las autoridades a ella sometidas al realizar sus tareas cotidianas en el ejercicio de sus funciones.

Así pues, todo sistema jurídico es necesario que se garantice  la vigencia real de su Constitución (normas jurídicas supremas) y que existan sistemas en virtud de los cuales los particulares y las autoridades, en forma voluntaria o forzosa, adecuen sus actos a lo mandado por ella. Dichos medios o sistemas constituyen propiamente lo que algunos han llamado el control o defensa de la Constitución. En este orden de ideas y siguiendo a Elisur Arteaga Nava, el control constitucional sería todo el complejo y variado sistema de principios e instituciones previstos en la propia Constitución, encaminados a imponer en lo interior, el principio de supremacía constitucional.2
Es obvio pues también que dichos procedimientos de control de la constitucionalidad requerirían reglas propias para su substanciación y se llevarán a cabo ante determinados órganos previamente determinados, como veremos a continuación.

En los distintos países del mundo, múltiples han sido los sistemas de defensa de la Constitución que se han establecido, los cuales podemos clasificarlos atendiendo al órgano que realiza dichas defensas en 2 grandes categorías:

A) Por un lado, las realizadas por un órgano político que pude ser el Poder Ejecutivo, el Legislativo u otro órgano especial. (Ejemplo de esto último lo tuvimos en el Supremo Poder Conservador que estableció la Constitución de las 7 Leyes).

B) Por el otro, aquellas defensas realizadas por un órgano judicial en donde el control de la constitucionalidad se lleva a cabo por medio de la actividad jurisdiccional.

Es precisamente a esta última categoría a la que corresponden nuestros principales medios de control constitucional, como son el juicio de amparo, la controversia constitucional, la acción de inconstitucionalidad y los medios de impugnación ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial, procedimientos todos, de carácter jurisdiccional que como sabemos se llevan a cabo ante órganos del Poder Judicial Federal, a quienes en principio corresponde de manera general la atribución del control de la constitucionalidad.

En lo esencial, el confiar el control de la constitucionalidad de las leyes a un juez profesional, racionalmente satisface más que la solución de confiarlo a un órgano político.

Aunque cabe mencionar que este procedimiento tampoco está exento de peligros. Por otro lado, desde el punto de vista técnico se puede confiar el control al cuidado tanto de una jurisdicción especial ( control por vía de acción) como de la jurisdicción ordinaria o de derecho común (control difuso por vía de excepción).3
Es importante señalar que todos los medios de control que hemos mencionado son medios que se ejercitan por vía de acción, es decir, a pedimento expreso de una parte interesada y ante órganos del Poder Judicial Federal. Sin embargo, en nuestra Constitución también existe un medio de control difuso de la constitucionalidad establecido en la segunda parte del artículo 133 constitucional, que establece la posibilidad de que los jueces comunes de los estados decidan, en atención al principio de supremacía constitucional, aplicar un dispositivo constitucional en lugar de una ley ordinaria, es decir, otorga la posibilidad a los jueces estatales de decidir sobre la constitucionalidad de las leyes.  Cabe señalar que este medio de control no ha sido usado y el propio Poder Judicial Federal lo ha rechazado diciendo que sólo a él compete resolver cuestiones constitucionales en funciones de control de la constitucionalidad, por tener asignadas expresamente dichas funciones por nuestra Carta Magna.4  Resulta muy debatile dicho criterio, sin embargo en este momento dicha temática no será el objeto del estudio que nos ocupa.

Otro aspecto importante a considerar es el relativo al órgano u órganos encargados del control de la constitucionalidad y al procedimiento para su substanciación, la cual nos referiremos a continuación brevemente.

En este caso nos ocuparemos únicamente de los medios de control directos de la constitucionalidad, entendiendo por control o defensa directa de la constitucionalidad el resultado de la utilización de los distintos instrumentos jurídico –procesales, encaminados a salvaguardar la Constitución, es decir, es el efecto producido por las acciones de naturaleza meramente constitucional (la naturaleza del juicio es propiamente constitucional a través del proceso jurisdiccional).5
Los medios de control directo que existen en nuestro país (juicio de amparo, controversias constitucionales, acciones de inconstitucionalidad y medios de impugnación electoral), todos ellos con procedimientos de carácter jurisdiccional en los cuales, órganos jurisdiccionales tanto material como formalmente hablando se encargan de substanciarlos y resolverlos y como es bien sabido corresponde conocer de ellos al Poder Judicial Federal; tratándose del amparo, por conducto principalmente de los Juzgados de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito y también de la Suprema Corte: en el caso de los medios de impugnación electorales por medio del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y respecto de las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad de manera exclusiva, por conducto de la Suprema Corte de Justicia de la Naicón.6
Resulta interesante mencionar aquí, el hecho de que en nuestro país el Poder Judicial Federal realiza la función de control constitucional a la vez que realiza una función jurisdiccional ordinaria.  Existen otros países como España, que tiene órganos diversos para cada función en especial: Tribunales para la función Jurisprudencial ordinaria y un Tribunal Constitucional para el control constitucional.7
Vale la pena mencionar que la creación de tribunales constitucionales que se dio en Europa a partir de la segunda década de este siglo se ha ido extendiendo a múltiples países en la actualidad.  Estos tribunales, en su modelo original diseñado por Hans Kelsen y adoptado por la Constitución de Austria de 1920, no están encuadrados dentro del Poder Judicial ordinario, sino que forman lo que podrían llamarse un cuarto poder, o un poder “vigilante” de la constitucionalidad de los actos de los demás poderes.8
Nuestro país como ya mencionamos, no ha seguido ese modelo kelseniano de jurisdicción constitucional, sino más bien modelo americano al incluir el control de la constitucionalidad dentro de las competencias del Poder Judicial Federal ordinario.

Desde mi particular punto de vista estimo que sería benéfico que nuestro país considerara la existencia de un verdadero Tribunal Constitucional como en el modelo de Kelsen, no sólo distinguiendo la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción constitucional, sino estableciendo un órgano controlador de la legalidad y otro distinto dedicado única y exclusivamente a los asuntos de constitucionalidad.

Para poder entender un poco mejor la intervención de la Suprema Corte en la resolución de las controversias constitucionales conviene mencionar a grandes rasgos en qué consisten los medios de defensa de la Constitución antes mencionados:9
EL JUICIO DE AMPARO: Es un procedimiento que se ejerce por vía jurisdiccional a instancia de parte agraviada y por parte del gobernado en contra de leyes o actos de autoridades del Estado, que al violar garantías individuales o invadir esferas de competencia puedan causar una afectación actual o inminente al gobernado y que tiene como fin proteger al gobernado en contra de abusos de autoridad por violación a garantías individuales o invasión a esferas competenciales entre órganos estatales.  Se tramita habitualmente ante Juzgados de Distrito y Tribunales Colegidos.  (Art. 103 y 107 Constitucionales)

LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN ANTE EL TRIBUNAL ELECTORAL: Son como su nombre lo dice medio de impugnación de actos electorales que vulneran los derechos políticos constitucionales y en materia electoral de los gobernados, sean estos ciudadanos o partidos políticos.  Corresponde su ejercicio a los propios ciudadanos y a dichos partidos políticos.  Se ejercitan ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial Federal (Art. 99 Constitucional).

ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD: Son procedimientos jurisdiccionales de competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y representan una vía de impugnación directa de normas jurídicas generales, abstractas, impersonales (Leyes Federales, Tratados Internacionales y Leyes Estatales) que contravengan a la Constitución Federal.  Es decir, tiene por objeto dejar sin efecto (abrogar) una Ley o un Tratado por ser inconstitucionales.  Estas acciones pueden ser ejercitadas por el 33% de los miembros de alguna de las cámaras del Congreso de la Unión, de las legislaturas locales o de los asambleístas del D.F., las dirigencias de los partidos políticos o el Procurador General de la República, según el caso.  Como se puede apreciar es un procedimiento, a diferencia del amparo, contra leyes cuyo derecho de acción no corresponde a los particulares (art. 105 Constitucional fracción II).

CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES: Este medio de control constitucional es un juicio que permite resolver un conflicto sobre invasión de competencias entre los diversos ámbitos de gobierno que conforman nuestra forma de Estado Federal (Federación, Estados y Municipios) o entre los distintos poderes de cada uno de estos niveles.  Estos procedimientos defensa de la Constitución son, según lo dispone el artículo 105 constitucional, competencia exclusiva de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y se inician por vía de acción, correspondiendo el derecho de ejercitarla a los poderes u órganos de gobierno cuya competencia haya sido invadida por otro órgano o poder.  Como podemos ver, en este medio de defensa constitucional también se excluye a los particulares y sólo corresponde actuar a las autoridades.  Su finalidad es hacer que los órganos del Estados se ciñan a su competencia y no usurpen funciones y facultades de otro órgano. (art. 105, fracción I de la Constitución)

Una vez hechas las precisiones anteriores, nos centraremos en comentar la actuación de la Suprema Corte como órgano encargado del control constitucional al resolver las llamadas controversias constitucionales.

Al respecto, el artículo 105 Constitucional en su fracción I establece que: “La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:

De las Controversias Constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se suscitan entre:

La Federación y un estado o el Distrito Federal;

La Federación y una municipio;

El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sean como órganos federales o del Distrito Federal;

Un Estado y otro;

Un Estado y el Distrito Federal;

El Distrito Federal y un municipio;

Dos municipios de diversos estados;

Dos Poderes de un mismo estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales,

Un estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales;

Un estado y un municipio de otro estado, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; y

Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales……….”.

Al hablar de las controversias constitucionales debemos recordar que se trata de un procedimiento jurisdiccional realizado también por un órgano jurisdiccional (SCJN), pero cuya naturaleza es eminentemente política, entendiendo aquí por política en un sentido amplio, todo lo relativo al poder del Estado.

Muy a menudo habíamos oído decir que el Poder Judicial no tenía y no debía tener funciones políticas y que por lo tanto para garantizar su carácter de órgano técnico, así había prevalecer.  Quizá por  el error de considerar lo “político” únicamente como lo “electoral” es que semejantes afirmaciones e habían hecho; sin embargo esto ha sido bastante alejado de la realidad, no sólo práctica sino jurídica de nuestro país, pues como sabemos desde el momento en que el Poder Judicial tiene a su cargo el control de la constitucionalidad, además de su competencia jurisdiccional ordinaria; su función (la de defensa de la Constitución) se vuelve de índole político, puesto que tiene que ver directamente con el Poder del Estado y las reglas de su estructura y organización que conforman precisamente a nuestra Constitución. No debemos olvidar que incluso el nombre de nuestra constitución es “Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”, justamente por ser el documento que establece las bases políticas (de organización y funcionamiento de los poderes públicos) conforme a los cuales se constituye el Estado Mexicano.

Como puede apreciarse no encontramos ante una auténtica “judicialización de la política” volviendo a los jueces “árbitros definitivos de los procesos políticos y guardianes de los postulados valorativos consagrados por la Constitución” trasladándose así al campo de la justicia temas que antaño se debatían y solucionaban únicamente en el terreno estrictamente político.  La confianza mostrada en los siglos XVII y XIX hacia el legislador se ha cambiado en el siglo XX para ser depositada en los jueces y especialmente en los jueces constitucionales.10
Así pues, en este orden de ideas, los procedimientos de control constitucional tienen como finalidad preservar el orden jurídico-político constitucional y hacer que los órganos de poder cumplan y se ajusten a las disposiciones que la propia Constitución establece (sean éstas garantías individuales, esferas competenciales o cualquiera otra disposición constitucional).  Más aún cuando hablamos de las controversias constitucionales nos encontramos ante una verdadera función política de un órgano jurisdiccional, como es la Suprema Corte quien  resolverá controversias entre órganos o entidades políticas sobre la constitucionalidad de sus actos, eso sí, no políticamente (es decir no con criterio político), sino legalmente, jurídicamente y a tra´ves de un procedimiento jurisdiccional (juicio) debidamente establecido en el que se determinará acerca de la actuación de poderes del Estado y su apego o no a las atribuciones y competencias que la Constitución Federal establece (es necesario recalcar aquí que su resolución es conforme a Derecho y no en base a criterios e intereses políticos).

Es importante hacer notar que este tipo de controversias se establecen entre poderes u órganos del Estado entre sí y en ellas no intervienen particulares, correspondiendo por ello el derecho de ejercitarlas sólo a las autoridades.  Así, la controversia constitucional viene a ser un medio para controlar la actividad estatal y que se ejercita en la vía jurisdiccional de manera exclusiva ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver conflictos de competencia entre los tres ámbitos federales (Federal, Estatal y Municipio) como entre los distintos poderes de cada ámbito.

La Controversia Constitucional es por tanto un verdadero juicio entre poderes u órganos que gozan de autoridad y que cuando hacen uso de su autonomía, ejercen las facultades o atribuciones que les han sido confiadas u otorgadas por la Constitución General, por esta razón la controversia persigue constreñir la actuación de los poderes y órganos establecidos por la propia Constitución Política del país, a lo que ella dispone; pues cuando las partes plantean la controversia, buscan cesar una invasión al campo de acción que como autonomía, facultades o atribuciones tiene concedida, y anular el acto de autoridad contrario a la Constitución que las agravia.  Es importante precisar que la controversia solamente deberá plantearse cuando se traten problemas de constitucionalidad y no en asuntos de mera legalidad”.11
Como podemos apreciar, las controversias constitucionales son procesos jurisdiccionales que van a preservar nuestro régimen federal y el sistema de división de poderes y funciones que establece nuestra constitución.  De esta manera la función que cumple la Suprema Corte como órgano encargado de resolver esta cuestiones es una función que tiene que ver de manera directa con el poder del Estado, los ámbitos que lo conforman, los órganos encargados de su ejercicio y la competencia concreta de estos últimos, función que como ya se mencionó, es eminentemente política no sólo por la naturaleza de los involucrados en la controversia sino por la finalidad misma del procedimiento, que es la de preservar el Orden Político Constitucional.

Por ello resulta lógico que si la Constitución como orden jurídico supremo marca a cada órgano del Estado su competencia, deberá existir algún mecanismo y algún órgano encargado de hacer que los órganos renuentes que violen la esfera de competencia que se les asignó por la Constitución, saliéndose de esta y transgrediendo otra, vuelvan a la normatividad Constitucional establecida, ajustándose a esta e impidiendo así el rompimiento del orden jurídico que establece nuestra Carta Magna para lograr un equilibrio en el poder público estatal.  Y es así que en México, dicho mecanismo lo constituye la propia controversia constitucional y el órgano encargado de conocer de ella lo es la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Es preciso volver a hacer notar que la actuación de la Suprema Corte en estos asuntos no es en su carácter de órgano jurisdiccional ordinario de la Federación, sino en su carácter de Tribunal Constitucional por encima del propio orden federal, estatal o municipal, y por tanto, su actuación se eleva por encima de estos tres niveles para constituirse y funcionar como órgano supremo (es decir como órgano del “Estado Global”) encargado de determinar la competencia de las partes que acuden ante ella para solucionar sus diferencias.  La Corte se constituye aquí, no en un simple órgano guardián de la superlegalidad de la Constitución, es decir, en un órgano encargado de preservar y dar validez a las decisiones fundamentales que constituyen al Estado Mexicano.

En el México de hoy en donde se vive un pluripartidismo activo y en donde los órganos de gobierno de los diferentes niveles (federal, estatal y municipal) se encuentran integrados por miembros de diferentes partidos o incluso del mismo partido pero con posturas discrepantes, podemos darnos cuenta de que la controversia constitucional juega una papel muy importante para alcanzar un sano equilibrio de poderes y una relación armónica entre ellos; evitando largas confrontaciones estériles, toda vez que permite solucionar sus diferencias conforme a estricto derecho y a través de un juicio perfectamente regulado que determinará de manera clara y precisa el ámbito competencial de dichos poderes públicos, permitiendo por tanto, así, el correcto y normal desarrollo de su funciones y facultades constitucionales; contribuyendo de esta manera al adecuado funcionamiento político del Estado Mexicano, garantizando y preservando el respeto a nuestra Constitución y a dos de sus principios básicos y fundamentales de nuestra estructura jurídica – política como son la división de poderes y el federalismo.

No obstante lo anterior, es innegable que en México ha existido un pobre respeto por la normatividad constitucional, y la jurisdicción constitucional no ha sido capaz de someter cabalmente a un control efectivo a los poderes constituidos ni de vigilar minuciosamente la aplicación correcta de las normas constitucionales.

Como ya se apuntó, la jurisdicción constitucional en Europa surgió a principios de este siglo en medio de una crisis generalizada de la Constitución, con el deseo de fortalecerla y lograr su plena aplicación.  En México, setenta años después y en una crisis semejante, se ha tratado de encontrar el camino que Kelsen ya había trazado en 1928.12
Por ello consideramos importante el fortalecimiento de las funciones de control constitucional y de los órganos encargados de ejercerlas, buscando establecer en lo posible un auténtico Tribunal Constitucional encargado única y exclusivamente de asuntos de constitucionalidad.

Conviene aquí mencionar la expresión de Lord Bryce al referirse a la Suprema Corte de los E.E.U.U. diciendo que es “la voz viva de la Constitución”, cuando interpretando la ley máxima declara si un acto de autoridad está o no de acuerdo con la misma.13  Indudablemente creo que podemos decir lo mismo de nuestra propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, por lo que hace a sus funciones de control constitucional, en el tema que nos ocupa.

Por otra parte, el mismo Bryce señala “La Suprema Corte es la voz de la Constitución, esto e, de la voluntad del pueblo, de quien es expresión a su vez la ley fundamental que él ha votado.  Es por ello la Corte, la conciencia del pueblo. Resuelto a preservarse a sí mismo de todo acto injusto e irreflexivo, el pueblo ha colocado por encima de sus mandatarios una ley permanente, que es el seguro de la minoría.  Es esa ley la que la minoría puede invocar cuando está amenazada por la mayoría y es en la Corte colocada más allá de los asaltos de las facciones, donde encuentra su intérprete y su defensor. Para estar a la altura de tan importantes funciones, la Corte debe ser tan firme como la Constitución.  Su espíritu y su tono deben ser los del pueblo en sus momentos más felices.  Es preciso que resista a los impulsos transitorios y con mayor firmeza si aumentan en vigor.  Amurallada detrás de defensas inexpugnables, debe al mismo tiempo desafiar los ataques abiertos de los otros órganos del gobierno y las seducciones más peligrosas por impalpables, del sentimiento popular”14
Sin lugar a dudas esta bellas palabras llenas de profundidad y con un gran contenido a pesar de haber sido dichas mucho tiempo atrás, constituyen el espíritu y el motor que debe mantener y hacer funcional a nuestra Suprema Corte como máximo órgano encargado de preservar la superlegalidad constitucional, a fin de que todos: gobernados y gobernantes (autoridades) podemos vivir y convivir no sólo conforme al Derecho del Estado sino conforme a un auténtico de Estado de Derecho.
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TEMAS

I.- En relación con el ofendido en materia penal.

Como excepción al espíritu protector del juicio de garantías, se encuentra en la actualidad, la limitación del ofendido o del titular del derecho a la reparación del daño o a la responsabilidad civil en contra del delincuente, para ejercer la acción de amparo, pues tiene sólo capacidad para ocurrir al juicio de garantías contra los actos que emanan del incidente de reparación del daño o de responsabilidad civil y contra aquellos actos que surjan dentro del procedimiento penal, pero relacionados, inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación del daño o a la responsabilidad civil.

El precepto aludido, dice:

ARTÍCULO 10. El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan derecho a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente de la comisión de un delito, sólo podrán promover juicio de amparo contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabilidad civil. También podrán promover el juicio de amparo contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal, relacionados inmediata y directamente con el aseguramiento del objeto del delito y de los bienes que estén afectos a la reparación o a la responsabilidad civil.

Ahora bien, los antecedentes legislativos, en particular, la adición del último párrafo del articulo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el diario Oficial de la Federación de tres de septiembre de mil novecientos noventa y tres, y la reforma al artículo 21 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación de treinta y uno de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, revelan la elevación a rango de garantía individual de seguridad jurídica del querellante, denunciante, víctima del delito o de los familiares de éste, o del legalmente interesado por la comisión de un ¡lícito, la de exigir y obtener la persecución de los delitos, a través del sometimiento al control jurisdiccional las resoluciones sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, con el propósito de garantizar los derechos de las víctimas y la protección misma de la sociedad, evitando que algún delito quede, injustificadamente, sin persecución.

De lo anterior se sigue que la acción penal no constituye un poder o prerrogativa que el Ministerio Público pueda ejercer a su libre arbitrio, toda vez que ésta nace y se desarrolla con el propósito de castigar a los sujetos que hubieran afectado a la sociedad con la comisión de un hecho delictuoso y que su ejercicio es obligatorio siempre y cuando se reúnan los requisitos necesarios para su procedencia.

La finalidad de la reforma aludida, es que tales determinaciones se regulen por normas y criterios objetivos, a fin de que el no ejercicio de la acción penal sea regido dentro de un Estado de Derecho ya que, cuando resultan injustificados, violan en perjuicio del denunciante, querellante, víctima del delito o de los familiares de ésta, o del interesado legalmente en la persecución del delito, la garantía de seguridad jurídica consagrada en la reforma al artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución Política.

En atención a lo anterior, es patente que tales determinaciones al resultar injustificadas, afectan los intereses jurídicos de la sociedad y, por ende, los del ofendido, persona que ha resentido directa o indirectamente la conducta calificada como delito, en especial, al privarle de la posibilidad de obtener la reparación del daño, por lo que es éste, por sí, por medio de sus representantes o, en su caso, sus sucesores, está legitimado para ejercer al respecto la acción que corresponda a fin de que se revisen por órgano jurisdiccional y éstas a su vez, son susceptibles de control constitucional a través del juicio de garantías.

Conforme a lo anterior, si las determinaciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal pueden resultar violatorias de las garantías individuales del ofendido, por la misma razón puede serlo cualquier resolución indebida o ilegal pronunciada en un proceso que impida una decisión sobre la reparación del daño a la que tiene derecho, en su carácter de víctima del delito, por lo que no existe razón lógica para constreñirlo a impugnar lo relativo a la comprobación del delito o delitos cometidos ni lo tocante a la responsabilidad penal del acusado, habida cuenta que los razonamientos anteriores, también son aplicables a las decisiones judiciales, por lo que debe concluirse que el juicio de amparo es plenamente procedente para reclamarlas.

La jurisprudencia emanada de la interpretación de la citada reforma, apunta en el mismo sentido.

Para constatarlo, basta consultar el Tomo VI, Diciembre de 1997, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, en el cual aparecen las tesis sustentadas por el Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, números CLXV, CLXVI, y CLXVII, en las páginas 25, 108 y 111, las cuales, respectivamente, dicen:

ACCIÓN PENAL. EL ARTÍCUL0 21, PÁRRAFO CUARTO, CONSTITUCIONAL
GARANTÍA DEL DERECHO, SE ERIGE EN  DE IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO SOBRE EL NO EJERCICIO 0 DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA. En la iniciativa presidencial que dio origen a la reforma al artículo 21 constitucional, que entró en vigor el l° de enero de 1995, se reconoció la necesidad de someter al control jurisdiccional las resoluciones sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, con el propósito de garantizar los derechos de las víctimas y la protección misma de la sociedad, evitando que algún delito quede, injustificadamente, sin persecución. Del dictamen elaborado por las Comisiones Unidas de Justicia., Puntos Constitucionales y Estudios Legislativos de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, en cuanto a la iniciativa en comento descuella, como elemento preponderante, la determinación de hacer efectiva la seguridad jurídica de los gobernados en lo referente a las funciones que el Ministerio Público tiene encomendadas de perseguir los delitos y ejercer la acción penal, otorgando a aquéllos la oportunidad de impugnar las determinaciones respecto del no ejercicio y desistimiento de la acción penal, para lograr, por un lado, que las víctimas de los delitos o sus familiares obtengan una reparación del daño; por otro, que se abata la impunidad; y, además, que se impida que por actos de corrupción., la representación social no cumpla con sus funciones constitucionales. A su vez, el dictamen emitido respecto de la iniciativa presidencial por las Comisiones Unidas de la Cámara de Diputados, que dio paso a la aprobación con modificaciones de la citada iniciativa, pone de relieve el propósito legislativo de elevar al carácter de garantía individual el derecho de impugnar las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, para hacer efectivo el respeto a la seguridad jurídica. Esos antecedentes legislativos son reveladores del nacimiento de la garantía individual de impugnar las resoluciones de mérito, por lo que es factible lograr que, mediante el juicio de amparo, el Ministerio Público, por vía de consecuencia, ejerza la acción penal o retire el desistimiento.

ACCION PENAL. LAS RESOLUCIONES SOBRE EL NO EJERCICIO 0 DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA, SON SUSCEPTIBLES DE VIOLAR GARANTÍAS INDIVIDUALES Y, POR TANTO, EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO. La acción penal es el poder de que está dotado el Ministerio Público para solicitar la actuación del órgano jurisdiccional y la instauración del proceso penal en contra de persona determinada, con el propósito de que se aplique la pena o medida de seguridad correspondiente, mientras que el desistimiento de tal acción es la renuncia a esa solicitud o el abandono del derecho respectivo, que la representación social expresa dentro del proceso para evitar que éste continúe o que culmine. Por consiguiente, si la acción penal es el elemento que todo proceso penal necesita para activarse, funcionar y producir sus efectos, su no ejercicio da lugar a que no se inicie y su desistimiento a que, ya iniciado, se sobresea.  En términos del artículo 21, párrafo primero, constitucional, el Ministerio Público, en su carácter de representante social, es el que se encuentra legitimado para ejercer la acción penal; sin embargo, no constituye un poder o prerrogativa que pueda ejercer a su libre arbitrio, toda vez que ésta nace y se desarrolla con el propósito de castigar a los sujetos que hubieren afectado a la sociedad con la comisión de un hecho delictuoso, de donde deriva que el ejercicio de la acción penal es obligatorio siempre y cuando se reúnan los requisitos necesarios para su procedencia, los que se encuentran previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La finalidad de la reforma al artículo 21 constitucional, que entró en vigor el lo. de enero de 1995, es que tales determinaciones se hallen reguladas por normas y criterios objetivos, a fin de que el no ejercicio de la acción penal sea regido dentro de un Estado de derecho. En ese orden de ideas, la negativa sobre el ejercicio de la acción penal o el desistimiento de ésta, cuando resultan injustificados, violan en perjuicio del denunciante, querellante, víctima  del delito o de los familiares de ésta, o del interesado legalmente en la persecución del delito, la garantía de seguridad jurídica consagrada en la reforma al artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución Política. Además, es patente que tales determinaciones afectan los intereses jurídicos de la sociedad y, por ende, del ofendido, persona que ha resentido directa o indirectamente la conducta calificada como delito, en especial, al privarle de la posibilidad de obtener la reparación del daño, por lo que es éste, por sí, por medio de sus representantes o, en su caso, sus sucesores, el legitimado para ejercer al respecto la acción de garantías. Conforme a lo anterior, si las determinaciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal pueden resultar directamente violatorias de las garantías individuales del ofendido, el juicio de amparo es plenamente procedente para reclamarlas.

ACCION PENAL. LA PROCEDENCIA DEL AMPARO RESPECTO DE LAS RESOLUCIONES SOBRE EL NO EJERCICIO 0 DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA, NO INVADE EL MONOPOLIO DEL MINISTERIO PÚBLICO AL RESPECTO. La intervención del Poder Judicial Federal, en su función de instructor y resolutor del juicio de amparo en contra de las resoluciones sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, no puede considerarse invasora del monopolio que respecto del ejercicio de esa acción establece el artículo 102 de la Constitución General de la República, en favor del Ministerio Público, ya que en tal carácter, no llegará a conocer como Juez ordinario, ni en primera ni en segunda instancias del proceso, puesto que investido como juzgador constitucional, no es un tribunal de justicia común que., por medio de su arbitrio, valore acciones, pruebas y personas para aplicar las le es con el conocimiento inmediato de los hechos que acontecieron, sino que es un tribunal de garantías constitucionales que respetando el arbitrio de los jueces del orden común, en la estimación legal de los hechos y en la apreciación de las pruebas, solamente juzga, a través del juicio de amparo, si con motivo de los actos de autoridad, sea esta judicial, legislativa o administrativa, se han conculcado o no los derechos del gobernado garantizados por la Constitución, otorgando o negando la protección de la Justicia Federal en cada caso concreto.

Desde la perspectiva legislativa constitucional y jurisprudencial apuntada, concerniente a la elevación, a rango de garantía individual, el derecho del ofendido a la reparación del daño; en lo atinente a que la acción penal no es una prerrogativa del Ministerio Público y acerca de que la revisión de ésta por el Poder Judicial no constituye invasión al monopolio de la acción penal, aunado al propósito de no hacer ilusorio el derecho del ofendido al resarcimiento del daño, son circunstancias que permiten arribar a la conclusión de que debe admitirse la demanda de amparo interpuesta por aquél contra cualquier resolución pronunciada en un proceso, que impida una decisión sobre la reparación del daño a la que tiene derecho, en su carácter de víctima u ofendido.

Si se continuara restringiendo el acceso de éstos al juicio de amparo como hoy sucede, se seguiría impidiendo el análisis constitucional de la determinación de la autoridad responsable acerca de la configuración del delito o delitos que hubieran motivado la acusación o la querella, y sobre la responsabilidad atribuida al acusado, haciendo imposible, para la víctima, la obtención de su derecho a la reparación de daño, con indudable violación, en su perjuicio, de las garantías individuales consignadas en los artículos 14, 20 y 21 de la Constitución Federal.

A lo anterior se agrega que la Ley de Amparo en su artículo 5°, fracción III, inciso b), le reconoce al ofendido por el delito la calidad jurídica de parte, automática y lógicamente está admitiendo que participa de los elementos legales y materiales para conducirse como tal, con la posibilidad de desarrollar su actividad procesal con tal carácter, con todos los derechos y obligaciones que jurídicamente le son inherentes.

Así, procede concluir que cuando el ofendido con derecho a la reparación del daño intente el juicio de garantías contra actos judiciales del orden penal contra cualquier resolución pronunciada que impida una decisión sobre la reparación del daño a la que tiene derecho, debe tramitarse y resolverse según proceda, incluidos entre aquellos actos de autoridad, las sentencias. absolutorias que, obviamente, atento a ese sentido, no contendrán declaración sobre la reparación del daño, aspecto que constituye la máxima afectación de ese derecho a la obtención de la indemnización respectiva.

Lo contrario, significarla soslayar la evolución legislativa y jurisprudencial al respecto, así como el objetivo y los principios que rigen el juicio de amparo que, de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 103 y 107 de nuestra Carta Magna, procede contra leyes o actos de autoridad que violen garantías individuales, como son las que consagran los artículos 14 y 21 constitucionales, en perjuicio del ofendido por un hecho delictuoso.

Por lo anterior, se efectúa la siguiente: 

P R O P U E S T A 

Que la Nueva Ley de Amparo prescinda de un precepto de contenido similar al artículo 10 del actual ordenamiento, pues contribuiría a la consecución de los altos fines y a la actualización del espíritu protector del juicio de garantías, al eliminar la limitación del ofendido o del titular del derecho a la reparación del daño o a la responsabilidad civil en contra del delincuente, para ejercer la acción de amparo.

II.‑ En cuanto a la suplencia de la queja deficiente.

El principio de estricto derecho que regía en el juicio de amparo, obligaba al órgano jurisdiccional al dictar sentencia, a sujetarse a los conceptos de violación contenidos en la demanda, sin que pudiera suplir al quejoso, de oficio, sobre aspectos de inconstitucionalidad de los actos reclamados que éste no señalaba.

Dicho principio ha sido criticado por eminentes juristas, entre los que destaca el Maestro Tena Ramírez, quien sostuvo que implicaba una restricción rigurosa al arbitrio judicial; que sacrificaba los derechos fundamentales al rigor de la fórmula, al tecnicismo sutil que requiere de servicios de profesionistas eminentes que no están al alcance de las personas de escasos recursos, los que quedaban a merced de un contrincante más hábil. Que se premiaba la destreza y no se perseguía la Justicia.

Otros, en cambio, lo han justificado, con el argumento de que por la propia naturaleza de los litigios en los que se ventilan intereses meramente privados, su defensa corresponde en forma íntegra a sus titulares y de ninguna manera a las autoridades de control constitucional.

Frente al principio aludido se encuentra el diverso relativo a la facultad de suplir la queja deficiente, que permite al órgano jurisdiccional perfeccionar, completar o aclarar las deficiencias de la demanda; de tal modo que puede, otorgarse el amparo en la sentencia con base en el concepto de violación suplidos o perfeccionados oficiosamente por el juzgador.

El Poder Constituyente de 1917, sólo la estableció a favor de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación y en materia penal. Posteriormente se amplió a jueces de Distrito y Tribunales Colegiados y se amplió a otras materias, como las siguientes:

Tratándose de leyes inconstitucionales, a partir de las reformas de 1984 a la Ley de Amparo, se obliga a suplir la deficiencia de la queja en cualquier materia, cuando el acto reclamado se funde en leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En materia penal procede la suplencia de la queja deficiente aun ante la ausencia de conceptos de violación o de agravios del reo.

En materia agraria opera a favor de los núcleos de población ejidal o comunal; de los ejidatarios y comuneros, y en general, de quienes pertenezcan a la clase campesina cuando los actos reclamados afecten sus derechos agrarios.

En otras materias, en referencia obvia por exclusión, a los asuntos del orden civil y administrativo, la suplencia se aplica cuando se advierte que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente, una violación manifiesta de la ley que lo hubiera dejado sin defensa.

En este último aspecto, existen criterios jurisprudenciales en el sentido de que, en razón de lo dispuesto por el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, en las citadas materias, el juicio de garantías ha dejado de ser de estricto derecho.

Para corroborar la exposición anterior, basta la lectura de las siguientes tesis y ejecutorias:

Octava Epoca

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 111 Primera Parte

Tesis: 3a./J. 22 (5/89)

Página: 399

SUPLENCIA EN LA
DEFICIENCIA DE LA QUEJA, IMPLICA UN EXAMEN CUIDADOSO DEL ACTO RECLAMADO. El artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, establece que las autoridades que conozcan del juicio de garantías deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos previstos en la propia ley, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. Este dispositivo no puede ser tomado literalmente, pues si así se hiciera, su contenido se volvería nugatorio habida cuenta que contra los actos de autoridad arbitrarios e ilegales, el agraviado siempre podrá defenderse a través del juicio constitucional, de manera que la indefensión prevista nunca se presentaría; en cambio, una saludable interpretación del citado numeral permite sostener que la suplencia en la deficiencia de la demanda, ha lugar cuando el examen cuidadoso del problema que se plantea hace patente que la responsable infringió determinadas normas en perjuicio del quejoso, quien como consecuencia de ello, quedó colocado en una situación de seria afectación a sus derechos que de no ser corregida, equivaldría a dejarlo sin defensa.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LIV/89

Página: 122

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA PROCEDENTE.   El artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, dispone que la suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios procede "en otras materias" cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa. De lo anterior se sigue que la suplencia prevista en esa fracción opera en los amparos en las materias civil y administrativa, toda vez que el legislador, al emplear las palabras "en otras materias", se refiere a las que no están expresamente reguladas en las primeras cinco fracciones del artículo citado, y que son, precisamente, la civil y la administrativa.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LV/89

Página: 123

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA. PROCEDE UNICAMENTE ANTE UNA VIOLACION MANIFIESTA DE LA LEY. Para efectos de la suplencia de la queja deficiente, prevista en la fracción VI del artículo 76 bis de la Ley de Amparo, que se refiere implícitamente a las materias civil y administrativa, debe establecerse que sólo procede ante una violación manifiesta de la ley, que es la que se advierte en forma clara y patente, que resulta obvia, que es innegable e indiscutible, y cuya existencia no puede derivarse de una serie de razonamientos y planteamientos cuestionables.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LVI/89

Página: 122

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA. DEBE SER ESTRICTA Y CIRCUNSCRIBIRSE A LA LITIS CONSTITUCIONAL. La suplencia de la deficiencia de la queja prevista por el artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, debe ser de aplicación estricta y circunscribirse exclusivamente a la litis constitucional, lo que significa que no debe introducir en el juicio extraordinario cuestiones no controvertidas en el juicio ordinario, sobre las que no se expresaron razonamientos ni fueron materia de prueba.

Octava Epoca

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: IV Primera Parte

Tesis: LIX/89 

Página: 123

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA. SIGNIFICADO DEL SUPUESTO DE INDEFENSIÓN. El artículo 76 bis, fracción VI, de la Ley de Amparo, establece, para suplir la deficiencia de la queja en las materias civil y administrativa, además de haberse producido en contra del quejoso o del particular recurrentes una violación manifiesta de la le que, el acto de autoridad lo haya dejado sin defensa. Este supuesto no debe interpretarse literalmente, ya que el precepto se volvería nugatorio, toda vez que contra todo acto de autoridad existen medios de defensa, entre ellos el juicio de amparo. Por ello, debe interpretarse esa disposición en el sentido de que indefensión significa que la autoridad responsable infringió determinadas normas de tal manera que afectó substancialmente al quejoso en su defensa.

Octava Epoca

Instancia: Tercera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: V Primera Parte

Tesis: LXXXII/90

Página: 194

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA. No PERMITE EN LA HIPO TESIS PREVISTA EN LA FRACCION VI DEL ARTÍCUL0 76 BIS DE LA LE Y DE AMPAR0, VARIAR LA LITIS CONSTITUCIONAL. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, procede suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como de los agravios formulados en los recursos que establece la legislación en  consulta, la hipótesis prevista por dicha fracción, cuando se advierta que ha habido contra el quejoso o particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.  Luego, esta suplencia opera sólo respecto de los conceptos de violación o de los agravios, sin que se pueda variar la litis constitucional; es decir, no se pueden introducir en ésta, cuestiones no controvertidas en el juicio ordinario y el juzgador de amparo no puede integrar pruebas que el quejoso o el particular recurrente debieron ofrecer y rendir en el juicio de garantías.

En el mismo sentido, se han pronunciado los Tribunales Colegiados de Circuito y como referencia, enseguida se transcriben dos criterios al respecto:

Novena Epoca

Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tesis: VI.2o. J/166

Página: 1337

SUPLENCIA DE LA DEFICIENCIA DE LA QUEJA EN LAS MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA, PROCEDENCIA DE LA. De lo dispuesto por el artículo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, se desprende que es procedente suplir la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios "en otras materias" cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa; de lo que se sigue, que la suplencia prevista en esa fracción opera en los amparos en las materias civil y administrativa, toda vez que el legislador, al emplear las palabras "en otras materias", se refiere a las que no están expresamente reguladas en las primeras cinco fracciones del artículo citado, y que son, precisamente, la civil y la administrativa.

Octava Epoca

Instancia: TERCER TRIBUNAL, COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Tomo: VIII-Octubre

Tesis: VI. 3o. J/23

Página: 117

SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA CIVIL, POR FALTA DE EMPLAZAMIENTO. De conformidad con el artículo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, las autoridades que conozcan del juicio de garantías, están facultadas para suplir la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios, en cualquier materia, aun la civil, cuando se advierte que ha habido en contra del quejoso una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa y entre tales violaciones es obvio que se encuentra la falta o el ilegal emplazamiento por ser la violación procesal de mayor magnitud y de carácter más grave, de ahí que si el juez de Distrito, al analizar las actuaciones del juicio de origen, suple la deficiencia de los conceptos de violación, al advertir que el emplazamiento a la sucesión demandada fue hecho en contravención a lo establecido en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Puebla, no viola el principio de estricto derecho.

En las referidas condiciones, con la finalidad de que los tribunales de amparo no premien la destreza de los litigantes sino que actúen en el alto fin de conseguir la Justicia, convendría que en el nuevo ordenamiento se conservara la institución de la suplencia de la queja deficiente, clarificando los conceptos y términos de la actual redacción, e incorporar los extremos aludidos en los precedentes jurisprudenciales antes transcritos. Esto es: precisar que procede la suplencia de la queja deficiente en materias civil y administrativa y en cualquier materia; que procede ante una violación manifiesta de la ley, entendida como aquélla que se advierte cuando la autoridad responsable infringe determinadas normas de tal manera que afecta substancialmente las defensas del quejoso. Que la autoridad de amparo debe circunscribirse exclusivamente a la litis constitucional, sin introducir cuestiones no controvertidas en el juicio ordinario, sobre las que no se expresaron razonamientos ni fueron materia de prueba y que no puede integrar pruebas que el quejoso o el particular recurrente debieron ofrecer y rendir en el juicio de garantías.

Actualmente, el articulo 76 bis, fracción VI de la Ley de Amparo, previene:

ARTÍCULO 76 bis. Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente:

VI. En otras materias, cuando se advierta que ha habido en contra del quejoso o del particular recurrente una violación manifiesta de la ley que lo haya dejado sin defensa.

En razón de lo expuesto, se realiza la siguiente:

P R O P U E S T A

Que la nueva Ley de Amparo contenga una disposición en la que al respecto estatuya:

Las autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de violación de la demanda, así como la de los agravios formulados en los recursos que esta ley establece, conforme a lo siguiente: .... En todas las materias, incluidas la civil y la administrativa, cuando se advierta que la autoridad responsable incurrió en una violación manifiesta de la ley que hubiera dejado sin defensa al quejoso o al particular recurrente y hubiera trascendido al resultado del fallo. En estos casos, la  autoridad de amparo debe circunscribirse exclusivamente a la litis constitucional sin introducir cuestiones no controvertidas en el JUICIO ordinario, y sin posibilidad de recabar pruebas que el quejoso o el particular recurrente debieron ofrecer y rendir en el juicio de garantías.

III. ‑ Acerca del término para interponer el recurso de queja por defecto o exceso en el cumplimiento de las sentencias de amparo en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito.

El recurso de queja es un medio de impugnación vinculado, en lo esencial, con situaciones procesales en las que no procede el recurso de revisión y que de no existir, dejaría al procedimiento constitucional sin un funcionamiento práctico y eficaz.

Doctrinalmente se ha criticado la falta de unidad y armonía en la reglamentación del recurso en referencia, que hace difícil su sistematización técnica.

Algunos autores distinguen entre los casos en que la queja es propiamente un recurso, de aquéllos en que la queja es una cuestión incidental, para la que, incluso, proponen que en esta última situación se le denomine denuncia o demanda incidental por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia.

Ahora bien, al margen de que convendría una organización que permita el estudio sistemático de la reglamentación de la queja, y de que también sería pertinente una distinción entre el citado medio de impugnación como recurso y de la queja incidente, para la ponencia que nos ocupa, es de relevancia poner de manifiesto la excesiva amplitud del término para su interposición, tratándose de los casos en que se impugna el defecto o exceso en la ejecución de la sentencia protectora de garantías dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito.

La actual Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 Constitucionales, en el articulo 95, fracción IX, prevé el citado medio de impugnación, de la manera siguiente:

ARTÍCULO 95. El recurso de queja es procedente:

IX. Contra actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso.

El articulo 97, del ordenamiento citado, en lo que interesa, previene:

ARTÍCULO 97. Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

III.  En los casos de las fracciones IV y IX del propio artículo 95, podrá interponerse dentro de un año, contando desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

En estrecha relación con lo anterior, se encuentra que el articulo 106 de la Ley de Amparo, establece:

ARTÍCULO 106. En los casos de amparo directo, concedido el amparo se remitirá testimonio de la ejecutoria a la autoridad responsable para su cumplimiento. En casos urgentes y de notorios perjuicios para el agraviado, podrá ordenarse el cumplimiento de la sentencia por la vía telegráfica, comunicándose también la ejecutoria por oficio.

En el propio, despacho en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que la autoridad responsable haya recibido la ejecutoria, o en su caso, la orden telegráfica, no quedare cumplida o no estuviere en vías de ejecución, de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes se procederá conforme al artículo anterior.

El artículo 105 del mismo ordenamiento, a que se refiere el numeral acabado de transcribir, en su tercer párrafo, prevé:

ARTÍCULO 105.  ...

. . .

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia.  Dicha  petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente; de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

Como se observa, en los casos de la fracción IX del artículo 95, de la Ley de Amparo, el recurso de queja puede interponerse dentro de un año; plazo que comienza a correr desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta, con la salvedad de los casos en que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el articulo 22 de la Constitución, pues en estas situaciones, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

El precepto en la fracción aludida, indica como inicio para el cómputo del término para interposición de la queja, desde el día siguiente al en que se notifique al quejoso el auto en que se haya mandado cumplir la sentencia  protectora de garantías.

En intima vinculación con el cumplimiento de la resolución en que se hubiera concedido la protección de la Justicia Federal al quejoso, se encuentra el tercer párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo, que contempla un término de cinco días para que la parte interesada, una vez notificada del fallo cumplimentador, manifieste su inconformidad con el auto que declara cumplida la ejecutoria y pida el envío del expediente relativo a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y si no lo hace así, la resolución se tendrá por consentida.

En las referidas condiciones, es claro que existe una diferencia notable entre los plazos involucrados, pues si existe inconformidad con el informe rendido por la autoridad responsable a la sentencia protectora de garantías, la parte interesada puede manifestarlo así dentro del término de cinco días contados a partir de la fecha de la notificación de la comunicación de cumplimiento y si no lo hace así, ésta se tiene por consentida.  En cambio, si la parte interesada considera que existe defecto o exceso en el cumplimiento del fallo protector de garantías individuales, puede ocurrir en queja dentro del término de un año; plazo que resulta por demás excesivo para tales efectos, tratándose de las partes en el juicio, si se toma en cuenta que el exceso o el defecto en la ejecución también involucran inconformidad con el citado cumplimiento, el cual debe comunicársele en su oportunidad; amén de que lo prolongado del lapso implica una cierta inseguridad jurídica que no se justifica desde ningún punto de vista.

Luego, sería pertinente armonizar las disposiciones invocadas, por lo que se realiza la siguiente:

P R O P U E S T A

Que en la Nueva ley de Amparo se limite a un término prudente corno seria el plazo de diez o quince días para el caso de interposición de la queja, tratándose de exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se hubiera otorgado la protección constitucional, dictada ya por Tribunal colegiado ya por juez de Distrito, al existir las mismas razones.

Así, el nuevo ordenamiento debe contener una disposición que en lo conducente prevenga:

Los términos para la interposición del recurso de queja serán los siguientes:

... En los casos de actos de las autoridades responsables, en los casos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, en amparo directo o del juez de Distrito en amparo indirecto, por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia en que se haya concedido el amparo al quejoso, podrá interponerse dentro de los quince días, contados desde el siguiente al en que se notifique al quejoso el cumplimiento de la ejecutoria, o al en que la persona extraña a quien afecte su ejecución tenga conocimiento de ésta; salvo que se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal, deportación, destierro o de alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución, en que la queja podrá interponerse en cualquier tiempo.

IV.‑  En lo que concierne al juicio de amparo en materia agraria.

En mi particular opinión, el Libro Segundo de la Ley de Amparo no tiene razón de continuar existiendo, porque las disposiciones pueden encontrar acomodo en los distintos capítulos integrantes del propio ordenamiento.

Efectivamente, el actual artículo 212, en el que se establece la extensión protectora del juicio de garantías en cuanto a los derechos colectivos e individuales de ejidos y comunidades, puede formar parte del capítulo relativo a las disposiciones fundamentales del procedimiento constitucional.

Los artículos 213, 214, 215 y 216, que respectivamente regulan la representación legal de los núcleos de población ejidal, de sus miembros, de los ejidatarios y comuneros o a quienes la tengan conforme a la Ley Agraria; las facilidades para acreditar la personalidad; la prevención para que se justifique la personalidad en casos de omisión, sin perjuicio de que el tribunal de amparo la solicite por separado de las autoridades respectivas y el derecho de los herederos de ejidatarios y comuneros fallecidos para continuar el trámite del juicio de amparo, pueden incluirse en el capitulo relativo a la capacidad y la personalidad.

Los artículos 217 y 218, relativos a los términos para promover el juicio constitucional según se trate de actos que priven de sus derechos a núcleos de población ejidales o comunales o afecten individualmente a ejidatarios o comuneros, pueden encontrar lugar en el capitulo relacionado con los términos.

El articulo 219, puede incluirse en el capitulo de notificaciones, dado que en sus seis fracciones de especifican los casos en que éstas deben practicarse personalmente.

El articulo 220, concerniente a la jurisdicción auxiliar en los casos de la suspensión provisional, encuadraría en el capítulo de la competencia y la acumulación, al encontrarse directamente vinculada con lo que dispone el actual articulo 38 de la Ley de Amparo, o bien, en el relativo a la suspensión de los actos reclamados, al igual que los artículos 233 y 234, que regulan lo relativo a la citada medida cautelar en materia agraria.

Los artículos 221, 229, 222, 223 y 224, en los cuales respectivamente se establece la obligación de acompañar copias de la demanda y del recurso de revisión, y de la autoridad del amparo para ordenar su expedición cuando falten; el plazo para la rendición de los informes justificados; el contenido particular de éste y la obligación de la autoridad responsable de acompañar las pruebas necesarias para determinar los derechos en litigio y los actos reclamados, con la posibilidad de imposición de multa progresiva para caso de incumplimiento, son susceptibles de incluirse en el capítulo relacionado con la substanciación del juicio.

Lo previsto por los artículos 225 y 226, acerca de la obligación de recabar pruebas y la facultad par invocar actos distintos a los de la demanda, así como la práctica de las diligencias necesarias y otras obligaciones diversas de la autoridad de amparo en beneficio de los  sujetos agrarios, pueden encontrar lugar en el capítulo relativo a las sentencias

Lo dispuesto por el artículo 227, indudablemente encuadra en el capitulo referente a las sentencias, dado que se refiere a la obligación de suplir la deficiencia de la queja.

El artículo 228, es una innecesaria repetición de lo que previene el articulo 86 de la actual Ley de Amparo.

El término para la interposición de la queja, contemplado en el artículo 230, encuentra lugar en el capítulo relativo a los recursos.

El artículo 231, en el cual se establecen algunas reglas generales de observancia en los amparos en materia agraria, pueden acomodarse según el caso, en los capítulos relativos al sobreseimiento, tratándose del desistimiento, la inactividad procesal y que la caducidad sí opera en su beneficio, o bien en el de los casos de improcedencia, en lo que concierne al consentimiento expreso de los actos reclamados, y sus requisitos para que éste opere.

Lo previsto por el articulo 232, es una reiteración de la obligación impuesta al Ministerio Público en cuanto a la vigilancia en el cumplimiento de las sentencias de amparo, contenida en el actual artículo 113 de la Ley de Amparo.

En razón de lo anteriormente expuesto, y con independencia de diversas consideraciones que pudieran efectuarse en relación con las diferencias habidas en la tramitación de los juicios agrarios a raíz de la vigencia de la Ley Agraria, y las variantes derivadas de la intervención jurisdiccional de las autoridades competentes para conocer de asuntos de la citada materia, se insiste, en virtud de que se trata de disposiciones incluidas en otros capítulos de la Ley de Amparo, es que se realiza la siguiente:

P R O P U E S T A

Que no se incluya en la nueva Ley de Amparo el actual Libro Segundo, dado que las disposiciones que lo integran encuentran estrecha vinculación con el capitulado existente, entre cuyas disposiciones pueden encuadrarse las relativas a las modalidades de observancia en los juicios de garantías en materia agraria.

Hasta aquí los temas que me permito proponer para su atención, sin soslayar que existen un cúmulo mayor de cuestiones que ameritan ser afrontados con firmeza en la nueva legislación del juicio de amparo, con la finalidad de que satisfaga las necesidades de la vida actual que requiere medios adecuados de defensa de los derechos de los gobernados en asuntos de gran repercusión en la vida cotidiana, al involucrar tópicos de primordial importancia, como son la legalidad, la seguridad jurídica y la pronta y expedita impartición de la Justicia.
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